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PRESENTACIÓN 

 
La situación de niñas, niños y adolescentes en desprotección o riesgo de desprotección familiar 
es un problema recurrente y de gran complejidad en nuestra sociedad, especialmente en este 
contexto de pandemia por el Covid-19 en el que ellos y ellas podrían encontrarse en orfandad 
por haber perdido a sus progenitores o cuidadores. Esta situación exige que el Estado refuerce 
las medidas y fortalezca sus servicios -entre ellos, las unidades de protección especial- para 
garantizar el bienestar de la niñez y adolescencia y, sobre todo, el ejercicio pleno de su derecho 
a vivir en familia. 
 
Sobre este particular, cabe señalar que el artículo 20° de la Convención sobre los Derechos del 
Niño, establece que aquellas/os que estén temporal o permanentemente privadas/os de su 
medio familiar, o cuyo interés superior exija que no permanezcan en ese medio, tendrán 
derecho a la protección y asistencia especiales por parte del Estado; lo cual, a nivel interno, se 
condice con el artículo 4 de la Constitución Política que establece la obligación del Estado y la 
sociedad de brindar protección a los derechos de las/os niñas, niños y adolescentes, sobre todo 
cuando se encuentren en situación de abandono, que hoy se conoce como desprotección 
familiar.  
 
A la desprotección familiar en la que se encuentran niñas, niños y adolescentes, se suma un 
conjunto de vulnerabilidades como ser víctimas de violencia, tener condición de discapacidad, 
pertenecer a poblaciones indígenas, ser migrantes o refugiadas, encontrase en situación de 
calle, así como ser adolescente en conflicto con la ley penal. Es por ello que existe la necesidad 
de reconocer e identificar la problemática, (atención oportuna, servicios disponibles, en número 
suficiente y acceso sin discriminación alguna) a partir de las diversas condiciones y necesidades 
que tienen además de las condiciones y los requerimientos de las entidades que actúan en el 
procedimiento por desprotección familiar de las niñas, niños y adolescentes sin cuidados 
parentales o en riesgo de perderlos. 
 
En ese contexto, frente a los últimos acontecimientos ocurridos en algunos Centros de Acogida 
Residencial en el país, que involucran también a las Unidades de Protección Especial (UPE), y al 
trabajo iniciado por el  Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables (MIMP), para la 
reestructuración de sus servicios que intervienen en la atención de niñas, niños y adolescentes 
sin cuidados parentales o en riesgo de perderlos, es que la Defensoría del Pueblo, de acuerdo 
con su competencia, realizó entre el lunes 23 y el martes 31 de mayo de 2022, una supervisión 
a las 25 UPE que existen en el ámbito nacional. Esta labor fue llevada a cabo para constatar las 
condiciones de su situación administrativa, funcional y operativa en la que prestan servicios a 
niñas, niños y adolescentes en desprotección o riesgo de desprotección familiar.  
 
La presente investigación defensorial, que constituye una aproximación a la realidad de las UPE, 
permitirá, además, contar con información para evaluaciones y seguimientos posteriores sobre 
su funcionamiento y el grado de cumplimiento de sus funciones para garantizar la protección de 
la niñez y adolescencia en situación de mayor vulnerabilidad, conforme a sus derechos 
establecidos en la Convención sobre los Derechos del Niño y la normativa interna.  
 
En ese sentido, los resultados de la supervisión evidencian la necesidad de una mayor 
intervención del Estado en la problemática de la desprotección, ya que, si bien se ha identificado 
diversos esfuerzos por parte del personal de las UPE, también se ha encontrado serias 
deficiencias en la prestación de los servicios por varias limitaciones en la capacidad operativa y 
funcional de dichas unidades. Del mismo modo, los hallazgos encontrados muestran que las 
diversas características y condiciones personales, sociales y culturales de niñas, niños y 
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adolescentes con problemas graves de cuidados parentales deben ser abordados de manera 
urgente y articulada por los distintos sectores y niveles de gobierno del Estado, con especial 
atención del MIMP por tener la rectoría en la materia, y en cumplimiento de su obligación 
constitucional de brindarles especial protección.  
 
Es importante destacar que el trabajo que se realice desde dicho ministerio debe ir acompañado 
de la labor especializada de otros sectores como salud, y además, del cumplimiento del rol que 
tienen los gobiernos locales en la protección especial de la niñez y adolescencia sin cuidados 
parentales o en riesgo de perderlos, de modo tal que todo el Estado logre garantizar un 
adecuado funcionamiento del sistema de protección a las niñas, niños y adolescentes. A ello 
debe sumarse la gran necesidad de formación e investigación académica desde las universidades 
para contar con profesionales de diversas disciplinas (jurídicas, sociales, médicas, etc.) 
especializados en la materia. 
 
Finalmente, la Defensoría del Pueblo tiene la convicción de que este documento será una 
herramienta útil para decisoras/es de políticas públicas y/o actores involucrados en el sistema 
de protección de niñas, niños y adolescentes, especialmente, de aquellas/os en situación de 
riesgo o desprotección familiar, de manera que puedan tomar decisiones responsables y 
oportunas para mejorar su calidad de vida y respetar su derecho a vivir en familia, mediante 
instituciones de protección y cuidado con servicios disponibles y de calidad. 
 
Lima, 21 julio de 2022 
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CAPÍTULO I: ASPECTOS GENERALES  
 
1.1. Antecedentes 
Las/os niñas, niños y adolescentes, al estar en pleno proceso de desarrollo y en una condición 
de desventaja para hacer efectivos sus derechos, constituyen un grupo poblacional vulnerable. 
Este hecho se agrava cuando no reciben el cuidado ni la protección adecuada de sus padres, 
madres u otros adultos responsables de su cuidado, lo que genera que carezcan de cuidados 
parentales o estén en riesgo de perderlos que los lleve finalmente a una situación de 
desprotección familiar. 
 
Ante esta situación de desprotección familiar, es responsabilidad del Estado garantizar la 
protección integral a través de servicios pertenecientes al Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables (MIMP) y que comprenden a las Unidades de Protección Especial (UPE), los Centros 
de Acogida Residencial (CAR) y de forma complementaria las Defensorías Municipales de Niñas, 
Niños y Adolescentes (DEMUNA) que están bajo la administración de los gobiernos locales, pero 
que dependen funcionalmente del MIMP. Sin embargo, pese a tal obligación de garantía, el 
propio ministerio ha reconocido que estos servicios tienen problemas en su capacidad de 
atender a niñas, niños y adolescentes que carecen de tales cuidados, de manera oportuna, desde 
el momento en que debe aplicárseles una medida de protección provisional.1 
 
Al respecto, es preciso señalar que el 25 de abril del 2022 se publicó la Resolución Ministerial 
N.° 112-2022-MIMP que crea el “Grupo de Trabajo para la reestructuración de los servicios del 
Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables -MIMP que intervienen en la atención de niñas, 
niños y adolescentes sin cuidados parentales o en riesgo de perderlos”. Su objetivo es evaluar 
las acciones y formular una propuesta para la reestructuración de los servicios del MIMP que 
intervienen en la atención de niñas, niños y adolescentes sin cuidados parentales o en riesgo de 
perderlos. 
 
En ese sentido y tomando en cuenta los últimos acontecimientos ocurridos en algunos Centros 
de Acogida Residencial en el país y el inicio del trabajo para la reestructuración de los servicios 
anteriormente mencionados, la Defensoría del Pueblo ha supervisado las 25 UPE que existen a 
nivel nacional. Cabe indicar que, a la fecha, solo las regiones de Pasco y San Martín no cuentan 
con UPE por lo que no se encontrará información de este servicio en dichas regiones. 
 
1.2.  Objetivos de la supervisión 
● Identificar diversos problemas de las UPE en el ámbito nacional y regional en relación con 

su operatividad, funcionalidad y situación administrativa, ejes importantes para un buen 
desempeño que garantice el derecho a la protección y otros conexos de las niñas, niños y 
adolescentes sin cuidados parentales o en riesgo de perderlos. 

● Brindar recomendaciones en base a los hallazgos a fin de contribuir con la mejora del 
servicio de las UPE.  

 
1.3.  Metodología e instrumento de recojo de información  
La supervisión fue realizada de manera presencial en todas las 25 Unidades de Protección 
Especial existentes en el territorio nacional, conforme se señala en el siguiente listado: 
 
1) UPE Arequipa 
2) UPE Apurímac  
3) UPE Amazonas 
4) UPE Áncash 

                                                             
1 De acuerdo a la Resolución Ministerial N.° 112-2022-MIMP. 
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5) UPE Ayacucho  
6) UPE Cusco  
7) UPE Cajamarca 
8) UPE Huánuco 
9) UPE Huancavelica 
10) UPE Ica  
11) UPE Junín  
12) UPE Lambayeque  
13) UPE La Libertad  
14) UPE Lima  
15) UPE Lima Norte - Callao 
16) UPE Lima Sur 
17) UPE Lima Este 
18) UPE Loreto  
19) UPE Madre De Dios 
20) UPE Moquegua  
21) UPE Piura  
22) UPE Puno  
23) UPE Tacna  
24) UPE Tumbes  
25) UPE Ucayali  
 
La metodología que se utilizó es principalmente cuantitativa, sin embargo, se incluyeron en la 
ficha de supervisión algunas preguntas de tipo cualitativo. Cabe indicar que dicha ficha fue 
aplicada mediante entrevista presencial in situ a las/os coordinadoras/es de cada una de las 
mencionadas UPE, con la finalidad de obtener información sobre sus ambientes, el personal que 
presta servicios, y la atención brindada a las niñas, niños y adolescentes. 
 
Asimismo, se han realizado pedidos de información a diversos órganos del Ministerio de la Mujer 
y Poblaciones Vulnerables con competencia en la atención de niñas, niños y adolescentes sin 
cuidados parentales o en riesgo de perderlos2. 
 
1.4.  Período de la supervisión 
La supervisión fue realizada del lunes 23 al martes 31 de mayo de 2022. 

 
1.5.  Precisiones conceptuales 
● Acreditación: Mediante el proceso de acreditación el MIMP, a través de la Dirección de 

Políticas de Niñas, Niños y Adolescentes de la Dirección General de Niños, Niñas y 
Adolescentes, certifica que el Centro de Acogida Residencial, de acuerdo con su perfil de 
atención, cuenta con condiciones que permiten una atención adecuada e idónea para la 
atención de niñas, niños y adolescentes acogidas/os3. 

● Adolescentes: Se considera a las personas desde los 12 años hasta cumplir los 18 años de 
edad4.  

● Acogimiento residencial: Medida de protección dispuesta por la UPE que dispone el cuidado 
del NNA en un CAR. 

                                                             
2 Información solicitada mediante Oficio N°0022-2021-DP/ANA y Oficio N°0025-2021-DP/ANA 
3 Decreto Legislativo N° 1297, articulo 79. 
4 Ídem 
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● Acogimiento familiar: Medida de protección dispuesta por la UPE, donde se dispone que el 
NNA esté bajo el cuidado de otra familia, que puede ser su familia extensa u otra familia 
(con terceros). 

● Centro de Acogida Residencial para Niños, Niñas y Adolescentes (CAR): Es el espacio físico 
donde se desarrolla la medida de acogimiento residencial dispuesta en el procedimiento por 
desprotección familiar, en un entorno que se asemeje al familiar y se implementa el Plan de 
Trabajo Individual, con el objetivo principal de garantizar su desarrollo psicosocial y propiciar 
su reintegración familiar; debiendo contar para ello con acreditación vigente y con las 
condiciones básicas para su funcionamiento.5 

● Equipo técnico del CAR: Equipo de profesionales integrado por un psicólogo/a, trabajador/a 
social y educador/a.  

● Medidas de protección: Son actuaciones o decisiones que se adoptan a favor de una niña, 
niño o adolescente en situación de riesgo o desprotección familiar, para garantizar o restituir 
sus derechos y satisfacer sus necesidades. 

● Plan de trabajo individual: Es un instrumento técnico que comprende los objetivos y la 
metodología de la actuación estatal orientada a intervenir sobre los factores de riesgo y 
desprotección, en base a la evaluación socio familiar del niño, niña o adolescente, realizada 
por el personal de la UPE. 

● Niña, niño o adolescente no acompañada/o: Es la persona que pretende ingresar o salir de 
territorio nacional sin la compañía de sus padres, o de tutor nombrado, curador o personal 
responsable. También se encuentra comprendida la persona que queda sin compañía de sus 
padres o de tutor nombrado, a su llegada o permanencia en el territorio nacional. La 
situación de vulnerabilidad de esta persona se incrementa al no tener a alguien que la pueda 
asistir o proteger en un ambiente extraño y ajeno.6 

● Niña, niño y adolescente separada/o: De acuerdo con la Observación General 6 (2005) del 
Comité de los Derechos del Niño, “niños separados”, en el sentido del artículo 1 de la 
Convención, se refiere a personas menores de edad separados de ambos padres o de sus 
tutores legales o habituales, pero no necesariamente de otros parientes. Por tanto, puede 
tratarse de niñas, niños y adolescentes acompañados por otros miembros adultos de la 
familia. 

● Niños, niñas: Se considera así a las personas desde su concepción hasta cumplir los de 12 
años de edad7. 

● NNA migrante: Son aquellas/os que están fuera de su país de origen y que han ingresado al 
territorio peruano de forma regular o irregular. 

● NNA refugiadas/os: Son aquellas/os que tienen estatus de refugiadas/os otorgado por el 
Ministerio de Relaciones Exteriores. 

● NNA con discapacidad: Son aquellas/os que tienen deficiencias físicas, mentales, 
intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan 
impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones.  

● Personal de atención permanente del CAR: Persona responsable del cuidado de las/os 
niñas, niños y adolescentes, su número varía de acuerdo con la edad de las personas bajo 
su cuidado. 

● Situación de riesgo de desprotección familiar: Situación en la que se encuentra un niño, 
niña y adolescente cuando el ejercicio de sus derechos es amenazado o afectado, ya sea por 
circunstancias personales, familiares o sociales, que perjudican su desarrollo integral sin 
revestir gravedad, y no son o no pueden ser atendidos por sus familias. Las medidas 

                                                             
5 Reglamento del DL 1297, artículo 100. 
6 Reglamento del DL 1350, artículo 4, literal “b”. 
7 Código de los Niños y Adolescentes, articulo I. 
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necesarias que adopte el Estado para prevenir la desprotección familiar no pueden justificar 
la separación del niño, la niña y el adolescente de su familia de origen.8 

● Situación de desprotección familiar: Es aquella que se produce a causa del incumplimiento 
o del imposible o inadecuado desempeño de los deberes de cuidado y protección por parte 
de los responsables de niños, niñas y adolescentes, y que afecta gravemente su desarrollo 
integral. Entre los supuestos de desprotección familiar se encuentra el abandono que se 
produce cuando faltan las personas que asumen su cuidado en ejercicio de la patria 
potestad, tenencia o tutela, o porque estas no quieren o no pueden ejercerla, entre otros.9 

● Unidades de Protección Especial (UPE): Son instancias administrativas del MIMP que actúan 
en el procedimiento por desprotección familiar de las niñas, niños y adolescentes sin 
cuidados parentales o en riesgo de perderlos, dictando las medidas de protección que 
garanticen el pleno ejercicio de derechos de las niñas, niños o adolescentes y/o que 
restituyan los derechos que les han sido vulnerados10. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                             
8 Decreto Legislativo 1297, artículo 3, literal “f” 
9 Ídem. 
10 Decreto Legislativo N° 1297. 
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CAPÍTULO II: MARCO NORMATIVO  
 
2.1. Marco normativo internacional 
La Convención sobre los Derechos del Niño (1989)11, como principal instrumento internacional 
que reconoce todos los derechos fundamentales de la niñez y adolescencia, establece en el 
artículo 3.2 el deber de los Estados Parte de garantizar la protección y el cuidado que sean 
necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de los padres, tutores 
u otras personas responsables ante la ley. Dicha obligación recae también en las instituciones 
y/o establecimientos públicos y privados encargados del cuidado y protección de niñas, niños y 
adolescentes, los mismos que deberán ser supervisados por los Estados, conforme lo dispone el 
artículo 3.3. 
 
Asimismo, la Convención prescribe, en el artículo 9.1, la obligación de los Estados de velar por 
que “el niño no sea separado de sus padres contra la voluntad de estos, excepto cuando […] las 
autoridades determinen, de conformidad con la ley y los procedimientos aplicables, que tal 
separación es necesaria en el interés superior del niño”. Seguidamente, en el artículo 20.1, 
ratifica el derecho de los niños, niñas y adolescentes privados de su medio familiar, o cuyo 
interés superior exija que no permanezcan en el mismo, a contar con una protección y asistencia 
especiales del Estado.  
 
Por su parte, el Comité de los Derechos del Niño12 ha señalado, en su Observación general N.° 
14, sobre el derecho del niño a que su interés superior sea una consideración primordial, que 
todo niño, niña y adolescente tiene el derecho a la vida familiar; por tanto, se debe prevenir la 
separación familiar y preservar su unidad, al tratarse de elementos cruciales para la protección 
de toda persona menor de edad13. No obstante, este Comité también es consciente de que 
existen diversas circunstancias que ameritan la separación del niño, niña y/o adolescente de su 
entorno familiar, a fin de garantizar su interés superior, pero considera que dicha medida 
debería aplicarse como último recurso”, siempre que existan otras formas de proteger al menor 
de edad que no requieran la separación de su familia14.  

 
Así también, sobre la separación de una niña, niño o adolescente de su hogar, el Comité a través 
de las Observaciones finales sobre los informes periódicos cuarto y quinto combinados del 
Perú (2016), ha exhortado al Estado peruano garantizar que la legislación nacional pertinente 
esté plenamente en consonancia con las Directrices sobre las Modalidades Alternativas de 
Cuidado de los Niños, y que incluya salvaguardias adecuadas y criterios claros, a efectos de 
determinar si se debe aplicar a un niño, niña y/o adolescente modalidades alternativas de 
cuidado15. Del mismo modo, ha recomendado que se “garantice el examen periódico del 
acogimiento de niños en hogares de guarda y en instituciones, y supervise la calidad de la 
asistencia en ambos casos”16.  

                                                             
11 Adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989. Resolución 44/25 de la 

Asamblea General de las Naciones Unidas; ratificada por el Perú mediante Resolución Legislativa 25278, publicada el 
4 de agosto de 1990 
12 El Comité de los Derechos del Niño es el órgano de las Naciones Unidas que supervisa el cumplimiento de las 

obligaciones establecidas en la Convención sobre los Derechos del Niño, de acuerdo a lo establecido en el artículo 43° 
de dicha convención. 
13 Comité de los Derechos del Niño. Observación general N° 14 (2013) sobre el derecho del niño a que su interés 

superior sea una consideración primordial (artículo 3, párrafo 1), 2013, párr. 59 y 60. 
14 Comité de los Derechos del Niño. Observación general N° 14 (2013) sobre el derecho del niño a que su interés 

superior sea una consideración primordial (artículo 3, párrafo 1), 2013, párr. 61. 
15 Comité de los Derechos del Niño. Observaciones finales sobre los informes periódicos cuarto y quinto combinados 

del Perú, 2016, fundamento 48. 
16 Ídem. 
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Aparte, sobre la niñez y adolescencia migrante y refugiada, el Comité, en su Observación 
General 6 sobre el trato de menores no acompañados y separados de su familia fuera de su 
país de origen, señala que “las obligaciones del Estado en virtud de la Convención se aplican con 
referencia a todos los menores que se encuentren dentro de su territorio y a los que estén por 
otro concepto sujetos a su jurisdicción (…)”  
 
En adición, la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, establece en 
el artículo 7, numerales 1 y 2, que Los Estados Partes deben tomar todas las medidas necesarias 
para asegurar que todos los niños y las niñas con discapacidad gocen plenamente de todos los 
derechos humanos y libertades fundamentales en igualdad de condiciones con los demás niños 
y niñas. Así mismo, dispone que en todas las actividades relacionadas con los niños y las niñas 
con discapacidad, una consideración primordial será la protección del interés superior del niño. 
 
Por otro lado, en el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos, el derecho 
a una protección especial de este grupo etario ha sido consagrado, en el artículo 19 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante CADH), al señalar que todo niño 
tiene derecho a las medidas de protección que en su condición de tal requiere por parte de su 
familia, la sociedad y el Estado y en artículo VII de la Declaración Americana de Derechos 
Humanos (en adelante DADH) que establece “(…)todo niño, tienen derecho a protección, 
cuidados y ayuda especiales” 
 
En ese sentido, el artículo 19 de la CADH debe entenderse como un derecho adicional y 
complementario que el tratado establece para los niños, quienes por su estado de desarrollo 
necesitan de protección especial. Esta protección especial que reconoce el derecho 
internacional de los derechos humanos a los niños se fundamenta en su condición de personas 
en crecimiento y se justifica en base a las diferencias, respecto de las personas adultas, en 
cuanto a las posibilidades y los desafíos para el efectivo ejercicio y la plena vigencia de sus 
derechos.17 
 
En palabras de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, Corte IDH) según su 
Opinión Consultiva OC-17/02: “(…) es importante destacar que los niños poseen los derechos 
que corresponden a todos los seres humanos –menores y adultos- y tienen además derechos 
especiales derivados de su condición, a los que corresponden deberes específicos de la familia, 
sociedad y el Estado”. 
 
De esta manera, en el ámbito del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, de los artículos 
19 de la CADH y VII de la DADH, se desprende la obligación para los Estados Miembros de tomar 
todas las medidas necesarias para garantizar la vigencia efectiva de los derechos de los niños, 
removiendo para ello todos los obstáculos, y tomando en consideración las particulares 
condiciones y retos que enfrentan los niños en el goce de sus derechos18 
 
Dentro de las medidas de derecho interno que los Estados Miembros deberán adoptar para 
cumplir con las obligaciones derivadas del artículo 19 de la CADH y del artículo VII de la DADH 
están: 

                                                             
17 Derecho del niño y la niña a la familia. Cuidado alternativo. Poniendo fin a la institucionalización en las Américas / 

[Preparado por la Relatoría sobre los Derechos de la Niñez de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos]. 
https://www.oas.org/es/cidh/infancia/docs/pdf/informe-derecho-nino-a-familia.pdf 
18 Derecho del niño y la niña a la familia. Cuidado alternativo. Poniendo fin a la institucionalización en las Américas / 

[Preparado por la Relatoría sobre los Derechos de la Niñez de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos]. 
https://www.oas.org/es/cidh/infancia/docs/pdf/informe-derecho-nino-a-familia.pdf 



15 
 

i) aquellas de carácter general que tienen como destinatarios a todos los niños en su conjunto 
y que están orientadas a promover y garantizar el disfrute efectivo de todos sus derechos 

ii) aquellas medidas de carácter específico dirigidas a determinados grupos de niños, que se 
establecen en función de las circunstancias particulares de vulnerabilidad en las que se 
encuentran estos niños y atendiendo a sus necesidades especiales de protección.  

iii) la determinación y aplicación de una medida especial de protección idónea, adecuada e 
individualizada, que considere las necesidades de protección del niño como individuo en su 
contexto particular. 

 
En relación con los/las niños/as sin cuidados parentales adecuados o que se encuentran en 
riesgo de perderlos, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante CIDH) ha 
señalado que considerando la posición preeminente que ocupa la familia en la vida del niño y su  
responsabilidad primaria en ofrecer al niño las condiciones necesarias para su bienestar y 
protección, su ausencia o limitación,  coloca al niño en una situación de especial vulnerabilidad 
que puede llegar a afectar todos sus derechos, incluidos los derechos a la vida, a la integridad 
personal y a su desarrollo integral. 19 Frente a ello, el Estado debe adoptar las medidas 
especiales, adecuadas e idóneas, para proteger los derechos del conjunto de niños que se hallen, 
o puedan encontrarse en esta situación. 
 
Dicha obligación de protección deriva del artículo 19 de la CADH, y de los deberes generales de 
los artículos 1.1 y 2 de la CADH que suponen la obligación por parte del Estado de adoptar un 
marco normativo, políticas públicas, programas, servicios, así como crear instituciones y 
organismos apropiados, y cualquier otra medida necesaria, para la protección y la garantía de 
los derechos de los niños que se encuentran en este grupo especialmente expuesto a la 
vulneración de sus derechos. 20 
 
Finalmente, tomando en cuenta lo señalado por la Corte IDH, existe el deber de adoptar una 
intervención particularizada para atender las necesidades individuales de protección del niño 
que no cuente con los cuidados parentales adecuados o se halle en riesgo de perderlos. Esta 
intervención, tiene como fin adoptar una medida especial de protección, ha de llevarse a cabo 
en el marco de un procedimiento adaptado para ello, respetuoso con el principio de legalidad y 
contando con las debidas garantías, tal y como se analizará de forma pormenorizada en 
apartados posteriores.21 

 
2.2 . Marco normativo nacional 

 
La Constitución Política del Perú, en el artículo 4, establece la obligación del Estado de brindar 
protección a los derechos de las/os niñas, niños y adolescentes, al señalar que “la comunidad y 
el Estado protegen especialmente al niño y al adolescente en situación de abandono” o 
desprotección familiar, tal como se conoce actualmente. Dicha norma concuerda con lo 
señalado en el artículo 44º que establece como uno de los deberes primordiales del Estado, 
“garantizar la plena vigencia de los derechos humanos”, entre ellos, los que corresponden a 
niñas, niños y adolescentes. 

 

                                                             
19 Ídem 20 
20 Ídem 20 
21 Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Sentencia de 29 de marzo de 2006. Serie C No. 

146, párr. 154. En el mismo sentido: Corte IDH. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión 
Consultiva OC-17/02 de 28 de agosto de 2002. Serie A No. 17, párrs. 56 y 60; Caso Forneron e hija Vs. Argentina. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de abril de 2012 Serie C No. 242, párr. 45; Caso Gelman Vs. Uruguay. 
Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de febrero de 2011 Serie C No. 221, párr. 121. 
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Al respecto, es importante señalar que, en atención a lo dispuesto en el artículo 4, el Tribunal 
Constitucional22 ha señalado que “la tutela permanente que con esta disposición se reconoce 
tiene una base justa en el interés superior del niño y del adolescente, doctrina que se ha 
admitido en el ámbito jurídico como parte del bloque de constitucionalidad conforme a la Cuarta 
Disposición Final y Transitoria de la Constitución, a través del artículo IX del Título Preliminar del 
Código de los Niños y Adolescentes, precisándose que en toda medida concerniente al niño y al 
adolescente que adopte el Estado a través de los Poderes Ejecutivo y Ministerio Público, entre 
otros, se considerará prioritario el principio del interés superior del Niño y del Adolescente y el 
respeto a sus derechos.” 

 
En ese sentido, se advierte que dicho artículo tiene su fundamento en el Principio del Interés 
Superior del Niño, el cual, cabe mencionar, no solo está reconocido en nuestro ordenamiento 
jurídico interno a través Código del Niño y del Adolescente, sino también en la Ley N° 3046623 y 
su reglamento24, normas que consignan los parámetros para su observancia. En esa línea, el 
artículo 28° del mencionado reglamento, sobre aplicación del interés superior del niño en 
situaciones de desprotección familiar, prescribe que “cualquier decisión relativa a la separación 
de la niña, niño o adolescente de sus padres o de su familia dentro del procedimiento de 
desprotección familiar, debe ser excepcional y estar justificada en su interés superior”. 

 
De otro lado, se debe resaltar el Decreto Legislativo N° 1297 y sus modificatorias, para la 
protección de niñas, niños y adolescentes sin cuidados parentales o en riesgo de perderlos, cuyo 
objeto es brindar protección integral a dichas personas menores de edad a fin de garantizar el 
pleno ejercicio de sus derechos, priorizando su derecho a vivir, crecer y desarrollarse en el seno 
de su familia. Esta norma regula, entre otros, las actuaciones del Estado frente a situaciones de 
riesgo o desprotección familiar, a través de procedimientos diferenciados para cada una y 
establece las funciones de los servicios a cargo de la ejecución de estos procedimientos, como 
son las UPE. 

 
Asimismo, es preciso tener en cuenta el Reglamento del Decreto Legislativo N° 129725, que 
regula la actuación estatal para la protección de niñas, niños y adolescentes sin cuidados 
parentales o en riesgo de perderlos, establecida en el Decreto Legislativo Nº 1297. De igual 
forma, dicho reglamento, desarrolla la actuación estatal, estableciendo que la Unidad de 
Protección Especial (UPE), es la instancia administrativa del MIMP que actúa en el procedimiento 
por desprotección familiar de niñas, niños y adolescentes sin cuidados parentales o en riesgo de 
perderlos26. 
 
Así también, se debe mencionar que el referido reglamento establece las funciones específicas 
de las UPE, en la atención de situaciones de desprotección familiar, así como el inicio y la 
dirección del procedimiento por desprotección familiar; las cuales, fueron consideradas como 
parte de la supervisión defensorial27. 

                                                             
22 Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en EXP. N.° 02079-2009-PHC/TC, fundamento 11. 
23 Ley que establece parámetros y garantías para la consideración primordial del interés superior del niño, publicada 

el 17 de junio de 2016. 
24 Decreto Supremo N° 002-2018-MIMP, publicado el 01 de junio de 2018. 
25 Decreto Supremo Nº 001-2018-MIMP, publicado el 10 de febrero de 2018. 
26 Reglamento del Decreto Legislativo N° 1297, artículo 10.  
27 El artículo 11, del Reglamento del Decreto Legislativo N° 1297, establece las siguientes funciones de las Unidades 

de Protección Especial: 
a) Actuar de oficio o por comunicación escrita o verbal ante situaciones de presunta desprotección familiar. 
b) Iniciar y dirigir el procedimiento por desprotección familiar. 
c) Evaluar los factores de riesgo y de protección. 
d) Brindar atención inmediata a las niñas, niños y adolescentes, que son trasladados al servicio de las UPE. 
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De otro lado, la Ley N° 29973, Ley General de la Persona con Discapacidad, establece en su 
artículo 3., numeral 3.1 que la persona con discapacidad tiene los mismos derechos que el resto 
de la población, sin perjuicio de las medidas específicas establecidas en las normas nacionales e 
internacionales para que alcance la igualdad de hecho. El Estado garantiza un entorno propicio, 
accesible y equitativo para su pleno disfrute sin discriminación. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                             
e) Disponer medidas de protección provisionales o modificarlas declarada judicialmente la desprotección familiar. 
f) Declarar la situación de desprotección familiar provisional y asumir la tutela estatal a través de la persona que dirige 
la UPE. 
g) Elaborar, aprobar e implementar el Plan de Trabajo Individual. 
h) Llevar a cabo las diligencias del procedimiento establecidas en el Decreto Legislativo y las que se señalan en el 
presente reglamento. 
i) Realizar el seguimiento al cumplimiento de la o las medidas de protección, provisionales o permanentes y, la 
implementación del Plan de Trabajo Individual. 
j) Solicitar el pronunciamiento judicial de la declaración de desprotección familiar provisional. 
k) Dar por concluida la actuación estatal según lo previsto en el Capítulo VI del Decreto Legislativo. 
l) Mantener y actualizar los registros respectivos a su competencia territorial, debiendo reportar periódicamente a la 
DPE. 
m) Otras que les correspondan de acuerdo a su competencia. 
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CAPÍTULO III: RESULTADOS DE LA SUPERVISIÓN A UNIDADES DE PROTECCIÓN ESPECIAL 
 
3.1. SOBRE LA INFRAESTRUCTURA Y CONDICIONES DEL SERVICIO DE ATENCIÓN  
 
3.1.1. Ambientes  
Entre las preocupaciones de la Defensoría del Pueblo, ante la situación actual de las Unidades 
de Protección Especial - UPE, está el aspecto de la infraestructura de las instalaciones donde 
desarrollan sus funciones administrativas, y a la vez brindan atención a niñas, niños y 
adolescentes en situación de desprotección o riesgo de desprotección familiar.  
 
Por ello, se supervisó la funcionalidad de los locales de las UPE, a partir de su uso y 
disponibilidad, lo que implica contar con diversos ambientes destinados a oficinas 
administrativas, salas de entrevistas, salas de espera, servicios higiénicos, entre otros que 
permitan una adecuada atención a su población objetivo. 
 
En el siguiente gráfico, se advierte que seis de las 25 UPE, entre ellas, Tumbes, Junín, Madre de 
Dios, Lambayeque, Tacna y Moquegua no contaban con servicios higiénicos diferenciados, lo 
que genera preocupación, ya que las UPE son instituciones del Estado que tienen como público 
objetivo a personas menores de edad que afrontan circunstancias adversas y presentan distintas 
características y condiciones. Por consiguiente, tales unidades deben contar con servicios 
higiénicos de acuerdo con la edad, sexo y condición de discapacidad de dichas personas. 
 
Por otro lado, se debe resaltar que todas las UPE si contaban con oficina administrativa, oficina 
adminisionista, ambientes de trabajo para el equipo de implementación del plan de trabajo 
individual (PTI) y el equipo de evaluación, así como salas de espera; sin embargo, llama la 
atención que las UPE de Ucayali y Junín no tenían sala de entrevista para las/os niñas, niños y 
adolescentes, carencia que puede afectar su dignidad y derecho a la intimidad y confidencialidad 
del servicio, al no contar con un ambiente adecuado para el desarrollo del referido acto, y podría 
poner en riesgo su interés superior y la debida diligencia del equipo multidisciplinario de la 
Unidad. Así también, se evidenció que la UPE Loreto no tenía una sala para niñas, niños y 
adolescentes; es decir, no cuenta con un ambiente especializado para atender a su público 
objetivo principal. Esto limitaría el cumplimiento del servicio que debe brindar la UPE.  

 
Gráfico 1: Ambientes con los que cuentan las UPE 

 
              Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
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3.1.2. Ambientes para pernoctar 
 
Con relación a este aspecto de la supervisión, es preciso mencionar que los ambientes para 
pernoctar hacen referencia al espacio dentro de la UPE, donde los/as NNA que llegan al servicio 
pueden descansar, en especial cuando la atención se brinda durante la noche, mientras se da 
inicio al procedimiento por desprotección y se evalúa una medida de protección. 
 
Al respecto, el ambiente adecuado para la permanencia de NNA mientras la UPE evalúa la 
medida que corresponda, son los Centros de Acogida Residencial de Urgencia, los cuales de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 100, numeral 1 del Reglamento del DL 1297, brindan 
atención inmediata y transitoria a las niñas, niños o adolescentes que deben ser separados de 
forma inmediata de su familia de origen y en tanto se decide cuál es la medida de protección 
más idónea. Estos CAR son administrados por el Programa Integral Nacional para el Bienestar 
Familiar28 (Inabif) o por instituciones públicas y privadas con las que éste celebre convenio y el 
periodo máximo de permanencia es de diez (10) días hábiles. 
 
Por ello, conviene señalar que la existencia de estos espacios al interior de las UPE no es parte 
de su responsabilidad; por el contrario, la habilitación de dichos espacios ha surgido como una 
respuesta ante el escaso número de CAR de urgencia. Sobre el particular, según lo informado 
por Inabif29, en la actualidad se cuenta con 6 CAR de urgencia, ubicados en Arequipa, Lima, 
Tumbes y Ucayali. 
 
En ese contexto, de las 25 Unidades de Protección Especial visitadas, 15 informaron que 
contaban con ambientes para que las/os niñas, niños y adolescentes atendidas/os puedan 
pernoctar, lo que evidencia la ausencia del servicio de los CAR de urgencia en muchas provincias 
del país.  
 

Gráfico 2: Ambientes para que NNA pernocten 

 
                       Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 

 
Si bien este ambiente es necesario, para garantizar una atención adecuada a NNA que llegan a 
la UPE por la noche, el tiempo de permanencia en dichos ambientes debe ser lo más corto 
posible, pues lo adecuado, conforme a lo dispuesto por el Reglamento del DL 1297, es que se 
determine una medida de protección provisional30, priorizando su acogimiento familiar y ante 
la imposibilidad de promover esta medida, optar por su acogimiento residencial. 

                                                             
28 Institución adscrita al MIMP, que administra centros de acogida residencial en todo el ámbito nacional. 
29 Información remitida a la Defensoría del Pueblo mediante Oficio N° 000391-2022-INABIF/DE, en fecha 24 de junio 

del 2022. 
30 Reglamento del Decreto Legislativo N° 1297, artículo 11, literal d) en concordancia con el Artículo 65. 
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Al respecto, se advirtió en la supervisión que de las 15 UPE que cuentan con este espacio para 
que NNA pernocten, seis indicaron que el tiempo máximo en que ellas y ellos han permanecido 
en dicho lugar fue entre 5 y 30 días y, en las otras nueve se advirtió que el tiempo máximo de 
estadía fue menos de 5 días. 
 
Sobre este punto, se evidencia que algunas UPE señalaron que el tiempo máximo en el que NNA 
permanecieron en estos ambientes es de 5 a 30 días, lo que se considera un tiempo excesivo y 
que podría terminar afectando algunos derechos, tales como la continuidad educativa y salud 
mental. Sin embargo, estas situaciones tendrían como causa, en algunos casos, la ausencia de 
familiares de NNA que estén en condiciones de asumir su acogimiento familiar, así como la 
ausencia de CAR que estén en capacidad de recibirlos y/o tengan el perfil que se requiere.  
 
A ello, se suma, como se advirtió inicialmente, la escasez de CAR de urgencia, que son 
establecimientos que deberían brindan atención inmediata y transitoria a niñas, niños o 
adolescentes que deben ser separados de forma inmediata de su familia de origen y en tanto se 
decide cuál es la medida de protección más idónea, conforme a lo indicado en el artículo 101.1 
del Reglamento del DL 1297. 
 

Gráfico 3: Tiempo en que NNA permanecen en ambientes de la UPE

 
                          Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
 
3.1.4. De la movilidad  
 
Una de las limitaciones que dificulta la labor de las UPE a nivel nacional y que ha sido advertido 
por la Defensoría del Pueblo en la supervisión de casos, es la falta de vehículo propio para el 
desplazamiento de su personal, a fin de atender a niñas, niños y adolescentes en situación de 
desprotección o riesgo de desprotección familiar. 
 
Al respecto, conviene señalar que las UPE que no cuentan con este servicio de movilidad, sí 
tienen presupuesto para realizar los traslados que se requieran mediante el uso de servicios de 
taxi, sin embargo, no deja de ser un punto de mejora a considerar, pues el uso de estos recursos 
económicos implica la realización de trámites administrativos para sustentar su uso, lo que se 
suma a las funciones de las/os profesionales de las UPE y que podrían generar una sobrecarga 
laboral distrayéndolos de sus funciones principales. 
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Sobre este punto, se verificó que solo 13 de las 25 unidades tenían vehículo propio y 14 contaban 
con personal específico (conductor) para realizar dicho desplazamiento. Además, se tomó 
conocimiento de que una de las unidades (Huánuco) tenía personal específico, pero no contaban 
con vehículo propio. 
 

Gráfico 4: Movilidad propia de la UPE 

 
      
            Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo.  
 
3.1.5 Canales de atención y horarios de atención 
 
Del total de UPE a nivel nacional, durante el periodo de supervisión señalado anteriormente, se 
advirtió que Loreto y Cajamarca no contaban con atención telefónica, y Puno e Ica no tenía canal 
de atención a través de un medio escrito. No obstante, cabe destacar que todas las UPE sí tenían 
canales de atención de modo virtual y presencial. 
 

 Gráfico 5: Canales de atención de las UPE  

Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
 
De otro lado, también se advirtió que existían diversos horarios en los distintos canales de 
atención; solo 13 UPE brindaban atención telefónica todos los días, solo una (Junín) contaba con 
atención por escrito durante toda la semana y 11 ofrecían atención virtual a diario. Así también, 
solo cuatro (Ayacucho, Apurímac, Lima y Puno) de ellas brindaban atención presencial semanal. 
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Cabe resaltar que todos los canales (telefónico, escrito, virtual y presencial) brindaban atención 
de lunes a viernes. 
  
Del análisis de los resultados obtenidos durante la semana de supervisión, se advierte que el 
servicio de atención en la mayoría de las UPE, salvo Amazonas, Loreto, Cajamarca, Arequipa y 
Cusco, fue brindado mediante diversos canales de atención de lunes a domingo. 
 

Gráfico 6: Horarios de atención de las UPE  

             Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo.   
 
3.1.6 Promedio mensual de niñas, niños y adolescentes atendidas/os 
 
Previamente a abordar este punto, conviene precisar que, de acuerdo con lo informado por el 
MIMP, las UPE están organizadas según el promedio mensual de casos nuevos de NNA que 
llegan a una UPE; lo cual a su vez determina el número de personal con el que pueden contar. 
 
En relación con este punto de la supervisión pudimos advertir que la UPE Lima Norte – Callao, 
es una de las oficinas que tiene el más alto promedio de atención mensual de NNA. Sobre este 
particular, se debe tener en cuenta que esta UPE tiene una circunscripción territorial que 
comprende a todo el Callao y los distritos de Lima Norte; por lo que convendría la creación de 
una UPE con competencia exclusiva para el Callao y otra para Lima Norte, ello, a fin de brindar 
una mejor atención y garantizar un mejor servicio para la niñez y adolescencia.  
 
De otro lado, conviene mencionar que las UPE ubicadas en las demás regiones, solo tienen 
competencia en la provincia capital de región en la que se encuentra su local de atención31. 
Dicha situación evidencia la necesidad de expandir los servicios de las UPE a las demás provincias 
de cada región, a través de diferentes modalidades, ya sea con un servicio para provincias 
aledañas y/u otro para aquellas provincias más alejadas de cada región, entre otros. Ello con la 
finalidad de garantizar la atención de las situaciones de desprotección familiar a nivel nacional. 
 
En la supervisión se advirtió que de las 25 UPE visitadas, la UPE Lima Norte – Callao atiende, 
mensualmente, como casos nuevos, entre 301 a 400 niñas, niños y adolescentes; y otras tres 

                                                             
31 Conforme a lo dispuesto en la Primera Disposición Transitoria Final del Decreto Legislativo N°1297, el 
Poder Judicial asume la competencia de los procedimientos por desprotección familiar, en aquellos 
lugares donde el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables no haya asumido competencia, 
correspondiendo al mismo juzgado pronunciarse por la declaración de estado de desprotección familiar. 
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UPE ubicadas en Lima (centro, sur y este) recibieron, mensualmente, entre 201 a 300 niñas, 
niños y adolescentes. Además, las UPE de Piura, Lambayeque, La Libertad, Arequipa y Cusco 
informaron que atienden entre 101 a 200 menores de edad de forma mensual. 
 
Por su parte, en un grupo mayoritario se encontró que las UPE Amazonas, Puno, Ica, Cajamarca, 
Huancavelica, Huánuco, Ancash, Tacna, Moquegua y Apurímac recibieron entre 31 a 50 
nuevas/os casos de NNA de forma mensual. Además, Tumbes, Ucayali y Madre de Dios son las 
unidades que recibieron menos casos mensuales: entre 1 a 30 niñas, niños y adolescentes. 
 
En relación con lo señalado por las UPE sobre el personal a disposición para cumplir con sus 
funciones, en su mayoría, las UPE informaron que carecían de personal para la carga laboral 
asociada a la atención de casos en cada una de dichas unidades. En ese sentido, si se hace una 
verificación de la cantidad de personal con relación a la cantidad de atención de casos, se 
identifica que la UPE Callao no cuenta con suficiente personal para la atención de casos; 
asimismo, se verifica que el número de atención de casos nuevos es entre 300 y 400 al mes. La 
misma situación ocurre con las UPE de Lima Centro, Sur y Este, las cuales reciben un promedio 
de 200 a 300 casos mensuales para su atención. 
 

Tabla 1: Promedio mensual de NNA que ingresan a las UPE como caso nuevo 

Promedio mensual de NNA que 
ingresan a la UPE como caso nuevo  

Cantidad de UPE 

301 a 400  1 

201 a 300  3 

101 a 200  4 

51 a 100  4 

31 a 50  10 

1 a 30  3 

                         Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo.  
 
Con relación a lo mencionado en este acápite, conviene realizar un comparativo entre los 
resultados obtenidos en la supervisión y la información brindada por la Dirección General de 
Niñas, Niños y Adolescentes - DGNNA del MIMP32 respecto al promedio de NNA atendidos en 
las UPE. 
 
En ese sentido, la DGNNA informó que las UPE están organizadas de acuerdo al número de NNA 
que ingresan como casos nuevos en cuatro tipos de acuerdo al siguiente de talle: 
 

                                                             
32 Esta información fue solicitada mediante Oficio N° 0022-2021-DP/ANA, remitido a la Dirección General 

de Niñas, Niños y Adolescentes del MIMP, en fecha 31 de mayo del presente año, habiendo sido atendido 
mediante el Informe Técnico N° D000005-2022-MIMP-DPE-KCA, en fecha 20 de junio del presente año. 



24 
 

 Tabla 2: Formas de organización de UPE 

Elaboración y fuente: DGNNA- MIMP 
 

Así también, de la información proporcionada se evidencia que las UPE que corresponde al Nivel 
A, es decir que atienden entre 301 a 400 NNA como casos nuevos al mes, solo se encuentra la 
UPE Lima Norte – Callao; así también en las UPE de nivel B, que atienden entre 201 a 300 NNA 
como casos nuevos al mes, se encuentran 4 UPE que corresponden a Lima, Lima Este, Lima Sur 
y Arequipa; sumado a ello las UPE de nivel C que atienden entre 101 a 200 NNA como casos 
nuevos al mes, se encuentran 3 UPE ubicadas en Cusco, Piura y Lambayeque, mientras que el 
resto de UPE del nivel D, que atienden entre 1 a 100 NNA como casos nuevos al mes, se 
encuentran 17 UPE Amazonas, Ancash, Apurímac, Ayacucho, Cajamarca, Junín, Ica, Huánuco, 
Huancavelica, La Libertad, Loreto, Madre de Dios, Moquegua, Puno , Tacna, Tumbes  y Ucayali; 
conforme se detalla en el siguiente gráfico: 
 

Gráfico 7: Formas de organización de  las UPE 

 
Elaboración: Defensoría del Pueblo 
Fuente: DGNNA-MIMP 

 
Sobre el particular, se advirtió que la UPE La Libertad, en comparación con el esquema de 
organización de las UPE, habría aumentado su promedio de atención de NNA pasando de la 
categoría “D” a la categoría “C”, con un promedio de atención mensual de 101 a 200 NNA. 
 
3.2. SOBRE EL PERSONAL  
 
3.2.1. Cantidad y tipo de personal  
 
Este apartado desarrolla información sobre las/os servidoras/es que laboraban en las UPE, su 
cantidad fáctica y aquella que debió estar disponible orgánicamente en estas, dato que indica 
brechas importantes en unidades de diversas regiones. 
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Cabe destacar que en la Tabla N.°1 se muestra que en las UPE de 17 regiones se advierte la 
existencia de déficit de profesionales y en cinco no tuvieron esa limitación, mientras que en tres 
(Amazonas, Huánuco y Loreto) no se obtuvo información al respecto. 
 
La brecha de personal advertida pone en evidencia el número insuficiente de profesionales en 
las UPE para la atención directa de NNA. No obstante, el problema debe evaluarse de forma 
integral, ya que existen aspectos adicionales sobre las posibles causas que originaría el déficit 
de profesionales, tales como la ausencia de nuevos procesos de contratación de personal, 
sobrecarga laboral (especialmente vinculada a los horarios de atención), salarios no 
competitivos en el mercado, falta de personal especializado en la materia, la conocida escases 
de cierto perfil de profesionales en el mercado laboral como psicólogos/as y trabadores/as 
sociales, entre otros. 
 

Tabla 3: Cantidad y tipo de personal de las UPE 

 
 
 
 

UPE  

Abogado/a Psicólogos/as 
Trabajadores/as 

sociales 
Educador/a 

Cantidad 
actual 

Cantidad de 
puestos 

asignados 
por RRHH 

Cantidad 
actual 

Cantidad 
de puestos 
asignados 
por RRHH 

Cantidad 
actual 

Cantidad de 
puestos 

asignados por 
RRHH 

Cantidad 
actual 

Cantidad 
de puestos 
asignados 
por RRHH 

Tumbes 4 7 3 6 1 6 0 1 

Arequipa 6 - 10 - 10 - 2 -  

Lima Este 12 9 22 22 16 16 4 3 

Lima Sur 10 10 14 14 14 14 3 3 

Amazonas 6 0 6 0 2 0 0 0 

Ucayali 4 6 4 6 0 6 1 1 

Puno 5 6 4 6 4 6 1 1 

Ica 7 7 3 7 4 7 1 1 

Junín 5 6 6 6 9 9 1 1 

Piura 8 14 11 14 4 9 0 1 

Loreto 5 0 5 0 5 0 1 0 

Cajamarca 5 7 3 6 4 6 1 1 

Madre de 
Dios 

4 5 6 8 5 6 1 1 

Callao 18 21 22 24 17 21 4 4 
Huancavelica 4 7 5 6 3 6 1 1 

Huánuco 3 0 3 0 3 0 1 0 

Lambayequ
e 

3 4 5 5 5 5 1 1 

La Libertad 4 7 7 7 6 6 1 1 

Áncash 6 7 6 6 3 6 1 1 

Tacna 6 9 7 7 5 6 1 1 

Moquegua 5 6 4 4 5 6 0 1 

Ayacucho 4 7 3 6 3 4 1 1 

Apurímac 4 1 2 1 2 0 1 0 

Lima 12 12 18 18 17 17 3 3 

Cusco 9 12 9 11 11 11 1 1 

Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
 
Ahora bien, en la supervisión se evidenció que 21 de 25 de las UPE supervisadas consideraban 
que carecían de personal para realizar una mejor labor. Además, 20 de las 25 UPE indicaron que 
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hubo problemas en la continuidad del personal en estas instituciones. Es decir, se puede inferir 
que el personal que trabaja en las UPE no es personal que haya realizado una carrera dentro de 
la institución o tenga un tiempo considerable trabajando. 
 
Asimismo, es importante considerar que en 15 de las 20 unidades que señalaron la existencia 
de problemas en la continuidad de su personal, se tuvo como principal motivo la renuncia del 
personal. Esto lleva a pensar en la posibilidad de una falta de incentivos para contribuir a la 
permanencia de recurso humano en las UPE. 
 
3.2.2. Brecha del personal de UPE 
De acuerdo con lo informado por la DGNNA33, la brecha del recurso humano en las unidades de 
protección especial ha sido un tema muy complejo, por la falta de presupuesto y la dación de la 
Ley N° 31131, Ley que establece disposiciones  para erradicar la discriminación en los regímenes 
laborales del sector público, por cuanto al establecer la prohibición de contratación bajo el 
régimen CAS, no ha permitido contratar personal y completar los equipos de trabajo y, por ende, 
que las estructuras aprobadas en el marco del Programa Presupuestal 117 “Atención Oportuna 
a niñas, niños y adolescentes en presunto estado de abandono.” no cuenten con el personal 
suficiente para cumplir su finalidad. 
 
La información brindada a la Defensoría del Pueblo, evidencia que, de acuerdo con el modelo 
operativo aprobado por el PP117, las 25 UPE, deberían contar con 1012 profesionales, sin 
embargo, al año 2022 solo se cuenta con 714.    

 
Tabla 4: Brechas del personal CAS 

BRECHA DE PERSONAL CAS 

NÚMERO DE PROFESIONALES 
SEGÚN MODELO OPERATIVO 
APROBADO EN EL MARCO DEL 
PP 117 

NÚMERO DE 
PERSONAL CAS 

AÑO 2020 

NÚMERO DE 
PERSONAL CAS AÑO 

2021 

NÚMERO DE 
PERSONAL CAS AÑO 

2022 

25 UPE – 1012 722 740 714 

Elaboración y fuente: DGNNA- MIMP 
 
De otro lado, respecto al cese del personal, la DGNNA, informó que el servicio de las UPE es 
sensible, por la alta demanda del servicio de atención para las niñas, niños y adolescentes en 
situación de riesgo o desprotección familiar durante todo el año, lo que repercute en una 
cantidad elevada de renuncias, según detalle: 
 

Tabla 5: Cuadro resumen 
CUADRO RESUMEN 

CESES 2020 CESES 2021 CESES 2022 TOTAL 

105 55 20 180 

            Elaboración y fuente: DGNNA- MIMP 
 
En ese contexto, es necesario que el MIMP preste la debida atención sobre la cantidad de 
personal disponible en las UPE para la adecuada atención de niñas, niños y adolescentes. Sobre 
ello, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido, de modo general, la 
necesidad de que las instituciones de protección a la niñez se encuentren debidamente dotadas 

                                                             
33 Esta información fue solicitada mediante Oficio N° 0022-2021-DP/ANA, remitido a la Dirección General 

de Niñas, Niños y Adolescentes del MIMP, en fecha 31 de mayo del presente año, habiendo sido atendido 
mediante el Informe Técnico N° D000005-2022-MIMP-DPE-KCA, en fecha 20 de junio del presente año. 
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con personal suficiente y que este sea competente para atender adecuadamente las 
necesidades de atención y protección de los niños, niñas y adolescentes. Además, ha señalado 
que el sistema de protección de los derechos de la niñez, en general, y la protección de las/os 
niñas/os sin cuidados parentales, en particular, deben regirse por el principio de especialidad y 
profesionalización34. 
 
En ese sentido, es importante tener en cuenta que dadas las características y el perfil de los 
profesionales que trabajan en servicios de atención a niñas, niños y adolescentes, resulta 
necesario que las universidades públicas o privadas, a través de sus diferentes carreras de 
formación (derecho, psicología, trabajo social, sociología y afines), incluyan temas relacionados 
a la atención especializada y diferenciada de este grupo poblacional en los contenidos de su 
currícula académica, con la finalidad de que exista una mayor oferta de profesionales en esta 
materia. 
 
3.2.3. Personal a cargo del cuidado temporal de niñas, niños y adolescente  
Es necesario mencionar que las UPE intervienen de manera permanente para atender a niñas, 
niños y adolescentes, muchas/os de las/os cuales se encuentran en una situación de 
desprotección familiar por razones diversas, por lo que, al ser atendidas/os en las UPE requieren 
además de personas que les brinden atención y cuidado mientras se da inicio al procedimiento 
respectivo. 
 
En ese contexto, ellas y ellos -además de un ambiente adecuado para pernoctar mientras el 
equipo multidisciplinario de la UPE les evalúa y dicta medidas de protección- requieren ser 
atendidas/os por personal capacitado para su cuidado durante el tiempo que pasan en la sede 
de la unidad. 
 
Sobre dicho personal, en el siguiente gráfico se muestra que 21 UPE tenían solo dos o menos 
profesionales a cargo del cuidado de niñas, niños y adolescentes y cuatro (Arequipa, Lima Este, 
Lima Sur y Amazonas) contaban con  tres a más profesionales.  
 

Gráfico 8: Número de personas a cargo del cuidado temporal de NNA  

 
                      Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
 

                                                             
34 Corte IDH. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02 de 28 de 

agosto de 2002. Serie A No. 17, párr. 112; citado por la CIDH y Unicef en el informe “Derecho del niño y la 
niña a vivir en familia. Cuidado alternativo. Poniendo fin a la institucionalización en las Américas”, 2013, 
párr. 484. 
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Entre las especialidades del personal que cumple la función de brindar cuidado temporal a las/os 
niñas, niños y adolescentes que permanecen en la sede de la UPE, se encontró que 18 son 
educadores, nueve técnicas/os en enfermería, siete psicólogos, cuatro enfermeros y cinco de 
otras profesiones.  
 

Gráfico 9: Especialidad del personal a cargo del cuidado de NNA 

 
                     Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
 
 
3.2.4. Equipo especializado de atención urgente 
 
Con relación al servicio de atención urgente, las UPE cuentan con un equipo especializado de 
atención urgente que al tomar conocimiento de posibles situaciones de vulneración del ejercicio 
de los derechos, de niñas, niños y adolescentes se traslada al lugar de los hechos y actúa de 
manera inmediata a fin de brindar contención emocional, atender sus necesidades urgentes e 
identificar si la situación es de riesgo o desprotección familiar tomando como referencia la Tabla 
de Valoración de Riesgo y de corresponder, articula con las redes locales de atención de acuerdo 
a las necesidades de la niña, niño y adolescente35.  
 
En ese sentido, en referencia al equipo de atención urgente, se consultó a las UPE si contaban 
con este servicio en sus unidades, evidenciando que cuatro (Loreto, Cajamarca, Ayacucho y 
Apurímac) no tenían dicho servicio.  
 

                                                             
35 Protocolo de Atención a las Usuarias y los Usuarios del Servicio de las Unidades de Protección Especial, aprobado 

por Resolución Directoral N° 007-2022-MIMP-DGNNA 
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Gráfico 10: Servicios de atención urgente en UPE 

        Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
 
Asimismo, de las otras 21 unidades que, si contaban con este equipo, solo 17 contaban con 
personal de psicología, 15 con trabajadores/as sociales, 12 con abogados/as y seis con otros 
profesionales. 

 
Gráfico 11: Profesionales del equipo de atención urgente 

            Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
 
3.2.5. Modalidades de trabajo en las UPE 
 
En relación con las modalidades de trabajo en las UPE, 20 informaron que lo desarrollaron en la 
modalidad presencial, mientras que 17 lo hicieron en la modalidad virtual y 20 en la modalidad 
mixta, tal como se señala en el siguiente cuadro: 
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Gráfico 12: Modalidad de trabajo en las UPE 

 
        
             Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
 
3.2.6. Capacitaciones del personal de las UPE 
 
Sobre las capacitaciones del personal de las UPE, se evidencia que estas las llevan a cabo de 
manera constante, especialmente, en temas relacionados al Decreto Legislativo N°1297 y su 
reglamento; la Tabla de Valoración de Riesgo (TVR); el Plan de Trabajo Individual (PTI); la 
Directiva de Acogimiento Familiar; los enfoques de derechos, niñez y ciclo de vida, género, 
interculturalidad, entre otros temas, como se aprecia en siguiente tabla: 

 
Tabla 6: Capacitaciones 

CAPACITACIONES % de UPE 

Decreto Legislativo N° 1297 y su reglamento  52% 

Tabla de Valoración de Riesgo (TVR)  52% 

Plan de Trabajo Individual (PTI)  48% 

Directiva de Acogimiento Familiar   48% 

Enfoque de derechos  48% 

Enfoque de niñez y ciclo de vida 44% 

Enfoque de género   44% 

Enfoque de interculturalidad   40% 

Abordaje de problemas psicosociales (víctimas de trata, migrantes, 
embarazo adolescente, consumo de drogas, violación sexual, etc.) 

36% 

Tratados internacionales sobre derechos de niñas, niños y adolescentes 36% 

Código de Niños y Adolescentes 36% 

Atención de niñez  y adolescencia refugiada y migrante 36% 

Atención durante pandemia 32% 

Prevención de la violencia 32% 

Atención de NNA con discapacidad 28% 

Cumplimiento de medidas de bioseguridad en la atención de NNA 24% 

        Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
 
Al respecto, los datos muestran una insuficiente capacitación sobre temas de importancia para 
la prestación del servicio a cargo de las UPE, entre ellos el DL 1297 y el PTI. 
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3.3. ATENCIÓN DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES EN DESPROTECCIÓN FAMILIAR Y RIESGO 
DE DESPROTECCIÓN FAMILIAR DURANTE LOS AÑOS 2021 Y 2022 
 
Tal como ya hemos señalado anteriormente, las UPE son las responsables de brindar atención a 
las/os NNA que se encuentran en las diversas situaciones de desprotección. En ese sentido, en 
la supervisión realizada, se hicieron preguntas sobre la cantidad de casos atendidos, las formas 
de ingreso de casos, las principales causas que originaron las situaciones de desprotección, entre 
otros aspectos que permitan conocer la importancia de estos servicios en la atención de 
población menor de edad. 
 
3.3.1. Número de niñas, niños y adolescentes en desprotección familiar y en riesgo de 
desprotección familiar atendidas/os  
 
De acuerdo con la información recabada, el número de niñas, niños y adolescentes que se 
atendieron en todas las UPE a nivel nacional, durante el 2021, ascendió a 21 602, de los cuales 
7 816 se encontraban en situación de desprotección familiar y 13 786 en situación de riesgo de 
desprotección familiar. 
 
En lo que se refiere al año 2022, hasta la culminación de la supervisión defensorial (31 de mayo), 
las referidas unidades han informado que se han atendido 7 512 niñas, niños y adolescentes, de 
esta cifra, 3 322 se encontraban en situación de desprotección y 4 190 en riesgo de 
desprotección familiar.  

 
Estos resultados evidencian que la mayor cantidad de casos atendidos en las UPE corresponden 
a situaciones de riesgo de desprotección familiar, las cuales son de competencia de las 
Defensorías municipales de niñas, niños y adolescentes, según lo dispuesto por el artículo 11.1 
del Decreto Legislativo 1297. 
 

Gráfico 13: Número de NNA atendidos 2021- 2022 

 
         
             Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
 
Entre los motivos por los cuales las Unidades de Protección Especial deben atender los casos de 
riesgo de desprotección familiar, están los siguientes: a) que la Demuna de su jurisdicción no se 
encuentra acreditada (19); b) La UPE brinda apoyo a la Demuna (2) y c) otros motivos (4), como 
la derivación proveniente de otras instituciones.  
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Gráfico 14: Motivos por los que la UPE atiende casos de riesgo de desprotección 

 
               Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
 
Como se puede advertir, la falta de acreditación de las Demuna es la principal razón por las que 
las UPE asumieron la atención de los casos de riesgo de desprotección familiar, lo que a su vez 
origina el incremento de su carga laboral. 
 
Sobre el particular, según lo informado por la DGNNA, a través de la Dirección de Sistemas 
Locales y Defensorías, en relación con la acreditación de Demuna, señalaron que, a mayo del 
presente año, existen a nivel nacional 1762 operativas, pero de esta cantidad solo están 
acreditadas 382.  
 
En ese sentido, es necesario que desde la Dirección de Sistemas y Locales y Defensorías del 
MIMP, se promuevan estrategias orientadas a los gobiernos locales, con la finalidad de 
incrementar el número de Demunas acreditadas, situación que contribuirá a disminuir la carga 
laboral de las UPE en la atención de casos de riesgo de desprotección familiar. Además de ello, 
es fundamental que los gobiernos locales también asuman el rol que les corresponde en esta 
materia y cuenten con su respectiva Demuna, acreditada, con personal suficiente y con todos 
los requisitos señalados en las normas respectivas36.  
 
En adición, se debe tener en cuenta que la Política Nacional Multisectorial para las Niñas, Niños 
y Adolescentes al 2030,  tiene como tercer objetivo prioritario disminuir el riesgo de 
desprotección de la población menor de edad, que a su vez establece en su sétimo lineamiento, 
incrementar el acceso oportuno a servicios orientados a la prevención y atención del riesgo y 
desprotección familiar de NNA; por lo que, es aún más exigible la adopción de medidas por parte 
del DSLD, para lograr un aumento significativo en el número DEMUNA acreditadas. 
 
3.3.2 Forma de ingreso y cantidad de casos atendidos  
 
Previamente a abordar este punto de la supervisión, conviene precisar que el número de casos 
atendidos, no es igual al número de NNA atendidos, ello debido a que un caso puede 
comprender a más de una niñas, niño o adolescente, como por ejemplo la atención de casos 
que involucran a hermanos.  
 

                                                             
36 De conformidad con lo establecido en el artículo 5 del Reglamento del DL 1297, concordante con los 

artículos 11 y 12 del Reglamento del Servicio de las Defensorías de la Niña, Niño y Adolescente, aprobado 
por el Decreto Supremo N° 005-2019-MIMP 
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Al respecto, tal como se mencionó anteriormente, las UPE tienen diversos canales de atención, 
lo que conlleva a que existan diferentes formas en que éstas conocen casos de niñas, niños y 
adolescentes en situación de desprotección y riesgo de desprotección familiar. Así, durante el 
2021, la principal forma de ingreso de los casos fue virtual con 10 790 casos, de los cuales 7 416 
fueron por riesgo y 3 374 por desprotección familiar, seguida de oficios (7 180) y presencial (3 
270), entre otros. 

 
Asimismo, a mayo de 2022, la forma más prevalente de ingreso de los casos, también, fue virtual 
con 2 997 casos, de los cuales 1 905 fueron por riesgo y 1 092 por desprotección familiar, seguida 
de oficios recibidos de otras instituciones (fiscalías, comisarías, CEM, entre otros) con 2 614 y 
presencial con 1 537.  
 
Además, conforme se aprecia en la siguiente tabla, es evidente que el mayor número de casos 
atendidos por las Unidades de Protección Especial a nivel nacional corresponden a casos por 
riesgo de desprotección familiar.  

 
Tabla 7: Forma de ingreso 

FORMA DE INGRESO  
2021 2022 

Riesgo Desprotección Riesgo Desprotección 

Virtual 7416 3374 1905 1092 

Presencial 1531 1739 718 819 

Oficio 4590 2590 1609 1005 

                Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
 

 
Tabla 8: Entidad que deriva 

 

ENTIDAD QUE  
DERIVA 

2021 2022 

Riesgo Desprotección Riesgo Desprotección 

Demuna 203 275 96 137 

PNP 1767 1368 613 507 

Fiscalía de Familia 1807 696 730 235 

Juzgado de Familia 1615 749 601 312 

CEM 1474 811 262 277 

Línea 100 340 225 100 125 

Línea 1810 827 431 428 184 

Centro de salud 198 150 174 73 

Otros: 997 596 297 273 

                Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
 
3.3.3 Causas de la desprotección familiar de niñas, niños y adolescentes 
 
En cuanto a las principales causas que generaron una situación de desprotección familiar en 
niñas, niños y adolescentes durante el 2021, los resultados de la supervisión destacan las 
siguientes: a) violencia psicológica (4 280), b) violencia física (3 282), c) violencia física y 
psicológica (2 970), y d) abandono (2 165), entre otros.  
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Asimismo, en el 2022, hasta el momento de la culminación de la referida labor defensorial, se 
identificó que las causas que más se presentaron son las siguientes: violencia psicológica (1 237); 
abandono (1 059); violencia física (998); violencia física y psicológica (907); y violencia sexual 
(425), entre otros. 
 
Al respecto, se debe tener en cuenta que, durante los años 2021 y 2022, las principales causas 
de desprotección de NNA fueron la violencia física, psicológica y el abandono material; por lo 
que es primordial considerarlos para la elaboración de estrategias para la prevención de esta 
problemática. 
 

Gráfico 15: Cantidad de causas de desprotección durante 2021 – 2022 

 
   Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
 
3.3.4 Condiciones de vulnerabilidad de las niñas, niños y adolescentes en desprotección 
familiar o riesgo de desprotección familiar 
 
De la información recabada en la supervisión, se puede advertir que las/os niñas, niños y 
adolescentes en situación de riesgo o desprotección familiar atendidas/os por las UPE reúnen 
diversas condiciones de vulnerabilidad.  
 
En el 2021, las condiciones que más se identificaron fueron las siguientes: situación de calle 
(858), migrantes (659), por dedicarse al trabajo infantil (465), con discapacidad (188), entre 
otros. De igual modo, en el 2022, hasta la fecha del término supervisión (31 de mayo de 2022), 
las condiciones más concurrentes que han sido indicadas por las UPE son las siguientes: 
migrantes (593), situación de calle (319), por dedicarse al trabajo infantil (232), refugiadas/os 
(76). 
 
Cabe mencionar que estas condiciones de vulnerabilidad podrían presentarse en forma 
simultánea en niñas, niños y adolescentes, como por ejemplo NNA migrantes que podrían 
realizar trabajo infantil y que a su vez están en situación de calle; por lo que estas cifras no 
representan el número total de casos atendidos en total. 
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Gráfico 16: Número de NNA pertenecientes a situación de vulnerabilidad 

 
 Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo.  
 
3.3.5 Número de niñas, niños y adolescentes con medida de protección de acogimiento 
residencial  
El número de niñas, niños y adolescentes a los que, en el 2021, se les dictó medida de protección 
de acogimiento residencial, de acuerdo con el D.L N.° 1297, fue de 1 529; de esta cifra, 1 458 
recibieron acogimiento en un CAR básico y 71 en un CAR especializado. 
 
En cuanto al 2022, dicha medida fue dispuesta a favor de 780 niñas, niños y adolescentes, de 
las/os cuales, 747 recibieron acogimiento en un CAR básico y 33 en un CAR especializado. 
 
Como podemos identificar en la tabla, 12 de las 25 UPE que corresponden a Tumbes, Lima Este, 
Amazonas, Puno, Junín, Loreto, Madre de Dios, Callao, Lambayeque, Tacna, Moquegua y Lima 
Centro, han dictado durante los años 2021 y 2022 medidas de acogimiento residencial en CAR 
especializados; sin embargo, preocupa a la Defensoría del Pueblo que en la mayor parte de las 
regiones donde dichas medidas fueron dictadas no existan CAR especializados. 
 
Tal situación se ve reflejada, especialmente en Tumbes, Amazonas, Puno, Junín, Loreto, Madre 
de Dios, Callao, Lambayeque, Tacna y Moquegua; donde las/os niñas, niños y adolescentes han 
debido ser trasladadas/os a una región distinta. 
 
Este hallazgo refleja la necesidad de que las regiones donde se han dictado medidas de 
acogimiento residencial en CAR especializados, cuenten con al menos uno de ellos, como en las 
regiones de Tumbes, Puno, Loreto y Madre de Dios, las cuales reúnen, además, la condición de 
estar ubicadas en zonas de frontera, por lo que mantienen constante tratamiento de personas 
menores de edad extranjeras/os. 
 
En adición, se debe destacar el desarraigo de NNA en desprotección, como consecuencia de su 
acogimiento en CAR ubicados fuera del lugar de su residencia, hecho que puede afectar su 
estado emocional, desarrollo integral y vínculo familiar, entre otros, lo que incrementa su 
situación de vulnerabilidad. Además, los problemas por la falta de disponibilidad de dichos 
centros pueden originar discriminación en el acceso. 
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Tabla 9: Número de NNA con medida de protección de acogimiento residencial 

UPE 

2021 2022 

Medida de 
acogimiento en CAR 

Especializado 

Medida de 
acogimiento en CAR 

Especializado 

Tumbes 7 4 

Lima Este 25 8 

Amazonas 2 0 

Puno 5 2 

Junín 6 2 

Loreto 9 7 

Madre de Dios 05 04 

Callao 5 2 

Lambayeque - 1 

Tacna 1 1 

Moquegua 1 0 

Lima Centro 4 2 

TOTAL 71 33 

                    Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
 
Al respecto, de acuerdo con la información recibida por el Programa Integral Nacional para el 
Bienestar Familiar –INABIF37, hasta junio del presente año, contaba con 14 CAR especializado, 
de los cuales 8 tenían acreditación y 6 aún estaban pendientes de acreditación. Así mismo, de 
los 14 CAR Especializados para niñas, niños y adolescentes, 4 CAR atendían a adolescentes 
gestantes y madres; 1 a niños y adolescentes varones con experiencia de vida en calle, 6 CAR a 
víctimas de trata y 3 CAR a niñas, niños y adolescentes con discapacidad. 
 

Tabla 10: N° de CAR especializados de Inabif por región 

Región  

N° de CAR especializados de Inabif por región 

Adolescentes 
gestantes y Madres 

Experiencia 
de vida en 

Calle 

Víctimas 
de trata  

Personas con 
discapacidad 

Arequipa  - -  -  1 

Cusco  -  - 1 -  

Junín  1  -  - -  

Lima 2 1 2 2 

Loreto 1  - 1  - 

Madre de 
Dios  -  - 1  - 

Puno  - -  1 -  

Total  4 1 6 3 

Elaboración: Defensoría del Pueblo. 
Fuente: Inabif 

 

                                                             
37 Esta información fue solicitada mediante Oficio N° 0025-2021-DP/ANA, remitido al Programa Integral 

Nacional para el Bienestar Familiar –INABIF, en fecha 07 de junio del presente año, habiendo sido 
atendido mediante Oficio N° 00391-2022-INABIF/DE, en fecha 24 de junio del presente año. 
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La información antes señalada, evidencia la falta de Centros de Acogida Residencial 
Especializados a nivel nacional, especialmente en regiones con mayor presencia de niñas/os y 
adolescentes en situación de desprotección familiar que requieren ser acogidas/os en centros 
de ese tipo. Sobre ello, la CIDH38 ha señalado que los centros de acogimiento, sean públicos o 
privados, que intervengan en la aplicación de una medida especial de protección también deben 
regirse por los principios de especialidad y profesionalización. La vigencia de estos principios 
supone que existan centros especializados dedicados a la atención, cuidado y bienestar de niños 
y niñas que no dispongan de cuidados parentales.  
 
Para la Comisión Interamericana, lo antes dicho implica que la estructura de los CAR, su personal 
y su funcionamiento deben estar concebidos para atender las necesidades especiales de 
protección de los niños que se encuentran en esas circunstancias. Por ende, implica no solo que 
las instalaciones físicas estén adaptadas para acoger a los niños, sino también que la lógica de 
funcionamiento del centro de acogimiento y su programa de intervención contemplen como eje 
rector el objetivo de protección y restablecimiento de los derechos del niño en el menor tiempo 
posible, y en particular, su derecho a vivir y ser criado en un ambiente familiar seguro y 
protector. Ello sería más difícil, si se traslada al menor de edad a una región distinta de donde 
residen sus familiares, debido a la ausencia de un CAR Especializado en su lugar de origen. 
 
En adición a lo expuesto, conviene resaltar la necesidad de crear CAR de urgencia y/o CAR 
básicos, en las regiones que carecen de estos establecimientos, de forma que se reduzca la 
práctica de mantener a NNA en desprotección pernoctando dentro de las instalaciones de las 
UPE, debido a que las mismas no están concebidas para las necesidades de atención especial 
que requieren. 
 
3.3.6 Número de niñas, niños y adolescentes con medida de protección de acogimiento 

familiar 
Respecto a este punto, se debe precisar que, las medidas de protección que pueden ser 
dispuestas por las UPE, con la finalidad de brindar protección a NNA que están en situaciones 
de desprotección, pueden ser de dos tipos: el acogimiento familiar y el acogimiento residencial. 
Al respecto, la medida de acogimiento familiar, a su vez se clasifica en: acogimiento con familia 
extensa, acogimiento con tercero y acogimiento profesionalizado.39 
 
Acerca de la medida de protección de acogimiento familiar, se tiene que el 2021 se dispuso dicha 
medida con familia extensa a 2 929 niñas, niños y adolescentes; con terceros a 129 y ninguno 
con familia especializada. En el 2022, hasta la fecha de la supervisión, la medida de acogimiento 
familiar más otorgada también fue con familia extensa (1 120), seguida de aquella con tercero 
(100) y ninguna con familia especializada. 
 

Tabla 11: Medidas de protección 

MEDIDA DE PROTECCIÓN 2021 2022 

Con familia extensa 2929 1120 

Con terceros 129 100 

Profesionalizado 0 0 

                 
                       Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
 

                                                             
38 CIDH y Unicef en el informe “Derecho del niño y la niña a vivir en familia. Cuidado alternativo. Poniendo 

fin a la institucionalización en las Américas”, 2013, párr. 209. 
39 De conformidad con lo dispuesto en los artículos 78, 82, 90 del Reglamento del DL 1297. 
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3.3.7 Banco de familiar acogedoras 
Con relación a este punto de la supervisión, se debe precisar que el Banco de Familias 
Acogedoras, es uno solo a nivel nacional y es administrado por la Dirección de Protección 
Especial del MIMP40; en ese sentido, se preguntó a las 25 UPE si contaban con familias 
disponibles del banco de familias acogedoras; el resultado fue que 14 de ellas respondieron 
afirmativamente, mientras que 11 UPE señalaron que no. 
 

Gráfico 17: Número de UPE que cuentan con banco de familias acogedoras 

 
             Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
 
En forma complementaria, de la información solicitada a la DGNNA del MIMP41 respecto al 
Banco de Familias acogedoras, se obtuvo como respuesta que, a mayo del presente año 2022, 
se tiene un total de 434 personas o familias acogedoras incorporadas al Banco de Familias 
Acogedores a nivel nacional. Y que actualmente, no se cuenta con personas o familias 
profesionalizadas. 
 

Gráfico 18: Personas o Familias incorporadas al Banco de Familias por Región 

 
                             Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
 

                                                             
40 Según lo dispuesto por el 76.2 del Reglamento del DL 1297. 
41 Esta información fue solicitada mediante Oficio N° 0022-2021-DP/ANA, remitido a la Dirección General 

de Niñas, Niños y Adolescentes del MIMP, en fecha 31 de mayo del presente año, habiendo sido atendido 
mediante el Informe Técnico N° D000005-2022-MIMP-DPE-KCA, en fecha 20 de junio del presente año. 
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Con relación a la disponibilidad de las familias acogedoras que se encuentran en dicho Banco, 
se advirtió que de las 434 familias existentes, la DGNNA informó que solo están disponibles 15 
a nivel nacional; 259 se encuentran acogiendo a NNA, y las restantes 160 han expresado el deseo 
de acoger en otro momento por distintas circunstancias coyunturales; o han solicitado retirarse 
del banco luego de haber brindado acogimiento a un NNA. 
 

Gráfico 19: Personas o Familias incorporadas al Banco de Familias por Disponibilidad 

               Fuente: DGNNA-MIMP 
(*) Familias que han expresado el deseo de acoger en otro momento por distintas 
circunstancias coyunturales; así como familias que han solicitado retirarse del banco 
luego de haber brindado acogimiento a un NNA. 

 
Respecto al grupo etario de NNA con acogimiento familiar, el mayor número de familias acogen 
a adolescentes de 12 a 17 años, mientras que el menor número está en niñas y niños de 03 a 05, 
conforme al presente detalle. 
 

Tabla 12: Familias acogedoras 

Grupo etario 
N° de 

familias 
acogedoras 

De 0 - 02 años de edad 73 

De 03 a 05 años de edad 43 

De 06 a 11 años de edad 81 

De 12 a 17 años 106 

 
Elaboración y fuente: DGNNA-MIMP 

 
Cabe mencionar que resulta positivo la implementación del banco de familias acogedoras, sin 
embargo, es necesario incrementar el número de dichas familias, con la finalidad de evitar la 
institucionalización de NNA declarados en desprotección familiar, considerando que 
actualmente existen solo 15 familias acogedoras disponibles a nivel nacional. De otro lado, se 
advierte que en la actualidad no se cuenta con ninguna familia acogedora profesionalizada, por 
lo que también resulta fundamental que se adopten las medidas necesarias por parte del sector, 
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para contar con este tipo de familias acogedoras que podrían brindar una atención muy 
especializada de cierto grupo de NNA y así evitar su institucionalización. 
 
Sobre este particular, es importante señalar que la CIDH42, ha destacado la necesidad de que los 
Estados regulen otras modalidades de medidas especiales de protección, con carácter temporal, 
para aquellos casos en los cuales ni los progenitores ni la familia extendida de NNA pudieran 
asumir su cuidado o esto no fuera acorde con su interés superior. Con el fin de dar una respuesta 
adecuada a las necesidades inmediatas de protección y cuidado de NNA, una de las modalidades 
de medidas especiales de protección es el acogimiento temporal del niño en una familia 
acogedora mientras se superan las condiciones y circunstancias que dieron lugar a la situación 
de desprotección, o bien se identifican medidas de protección de carácter permanente de no 
ser posible la reintegración a su núcleo familiar.  
 
3.3.8 Coordinación con otras entidades para la atención de desprotección familiar 
 
De acuerdo con lo indicado por las/os representantes de las UPE, entre las principales 
instituciones con las que coordinaron casos de desprotección familiar de niñas, niños y 
adolescentes, 25 de ellas lo hicieron con la Comisaría, Centro de salud (25), Defensa Pública (25), 
Fiscalía (24), CEM (23) y Poder Judicial (21), entre otros como se muestra en el gráfico líneas 
abajo. 

 
Esta labor de coordinación reviste gran importancia, pues en primer término permite a las UPE, 
a través de la coordinación y derivación de otras instituciones, conocer de casos de NNA en 
presunta situación de desprotección familiar que requieren de su intervención, y de otro lado, 
permite brindarle una atención integral respecto de otros derechos que puedan estar siendo 
afectados, y que demanden la atención de otras instituciones, como el derecho a la salud y 
acceso a la justicia. 

 
 

Gráfico 20: Instituciones con las que las UPE coordinan casos de desprotección familiar 

 
                      Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
 

                                                             
42 Corte IDH. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02 de 28 de 

agosto de 2002. Serie A No. 17, párr. 112; citado por la CIDH y Unicef en el informe “Derecho del niño y 
la niña a vivir en familia. Cuidado alternativo. Poniendo fin a la institucionalización en las Américas”, 
2013, párr. 284. 
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Con relación a la intervención realizada por el servicio de Defensa Pública, se consultó si este 
servicio brinda asistencia legal a niñas, niños y adolescentes en procedimiento por 
desprotección familiar. Veintitrés de las UPE indicaron que las personas menores de edad en 
dicha situación recibieron asistencia y las otras dos (Callao y Huánuco) indicaron que no. Este 
resultado demuestra además que, pese a la coordinación que realiza una UPE con el servicio de 
Defensa Pública, este último no llega a brindar el servicio asistencia legal conforme a lo 
establecido en el artículo 18, del Reglamento del Decreto Legislativo 1297.   
 

Gráfico 21: UPE donde Defensa Pública brinda asistencia legal 

 
             Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 

 
3.3.9 Participación de las niñas, niños y adolescentes en los planes de trabajo 
 
La participación de NNA en esta etapa del procedimiento de desprotección familiar, se 
encuentra establecida en el Artículo 5, literal f), del Decreto legislativo 1297, que establece que: 
La actuación estatal debe garantizar el ejercicio de todos los derechos reconocidos en la 
legislación nacional a las niñas, niños y adolescentes, especialmente el derecho a opinar, ser 
escuchado y que dicha opinión sea tomada en cuenta en todas las decisiones que se tomen, así 
como en la elaboración del plan de trabajo individual. 
 
Al respecto, cabe destacar que este derecho se concreta con atención a la evolución de 
facultades de las/los NNA. En ese sentido, el artículo 30° del Reglamento del Decreto Legislativo 
1297, le da contenido a su aplicación estableciendo que los instrumentos y mecanismos que se 
utilicen para escuchar a las niñas, niños y adolescentes deben considerar información sobre su 
estado emocional, sus creencias, costumbres, intereses y su parecer respecto al accionar de su 
familia, el servicio al que asiste, de conformidad con los derechos previstos en los literales f) y 
g) del artículo 5 del Decreto Legislativo 1297. 
 
Sobre el particular, se preguntó en la supervisión sobre la participación de niñas, niños y 
adolescentes en la elaboración del Plan de Trabajo Individual, obteniéndose como respuesta 
que solo 22 UPE indicaron que intervienen en dicho proceso, mientras que tres (Ancash, 
Cajamarca e Ica) indicaron lo contrario; si bien la gran mayoría de UPE garantizan este derecho 
en su actuación, preocupa que tres UPE hayan respondido que no participan en la elaboración 
del Plan de Trabajo Individual.  
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Gráfico 22: Participación de NNA en elaboración del Plan de Trabajo Individual  

             Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo 
 
3.4 ATENCIÓN DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES EN ESPECIAL SITUACIÓN DE 

VULNERABILIDAD Y ADICIONALMENTE EN SITUACIÓN DE DESPROTECCIÓN FAMILIAR 
 
Las poblaciones vulnerables son grupos de personas que, por su condición física, mental, de 
género, de edad, por condiciones sociales, políticas, económicas, étnicas o culturales, tienen una 
o varias dificultades para que puedan ejercer plenamente sus derechos.  Uno de los grupos de 
mayor vulnerabilidad en el país es el de niñas, niños y adolescentes, y ellas y ellos pueden 
presentar vulnerabilidades adicionales como la condición de discapacidad, la pertenencia a 
determinado grupo étnico, la condición de migrantes, situación de desprotección, entre otras.  
 
Por ello, en este apartado, hacemos referencia a la situación de niñas, niños y adolescentes que 
deben afrontar múltiples vulnerabilidades que hacen que se encuentren en un grupo de especial 
atención en todas las intervenciones del Estado dirigidas a garantizar su cuidado y el pleno 
ejercicio de sus derechos. 
 
3.4.1 Atención de adolescentes infractores en desprotección familiar 
A raíz de la emisión del Decreto de Urgencia N.° 001-202043, que modifica el Decreto Legislativo 
N.º 1297, las Unidades de Protección Especial del país dejaron de brindar atención a niñas, niños 
y adolescentes que han cometido infracciones a la ley penal y que, a su vez, se encuentran en 
situaciones de riesgo o desprotección familiar, derivando estos casos a otras entidades como el 
Poder Judicial o las fiscalías especializadas de familia o mixtas.  
 
Cabe mencionar que dicha derivación se viene realizando en casos de adolescentes 
denunciadas/os, investigadas/os, acusadas/os o sentenciadas/as por infracción a la Ley Penal; 
ello, en aplicación de la Décimo Cuarta Disposición Complementaria Final del mencionado 
decreto, que no considera que el/la adolescente pueda encontrarse además en situación de 
desprotección familiar. En efecto, la referida norma señala que “en ningún caso, un Centro de 
Acogida Residencial hace las veces de un Centro Juvenil de Diagnóstico y Rehabilitación o el lugar 
donde se aplica la medida de protección para adolescentes menores de catorce (14) años de 
edad que han infringido la ley penal”. Esta disposición sirve de argumento para que algunas UPE 
decidan no iniciar el procedimiento administrativo por desprotección familiar a favor de las/os 
adolescentes en esa situación. 

                                                             
43 Publicado el 7 de enero de 2020. 
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Sobre el particular, esta situación, traería como consecuencia la exclusión del sistema de 
protección a la niñez y adolescencia, de NNA que han cometido alguna infracción a la ley penal 
y que se encuentren a la vez en situaciones de desprotección familiar. Asimismo, evidencia una 
vulneración al principio de presunción de inocencia debido a que bastaría con que exista una 
denuncia por infracción a la ley penal en contra de una NNA, para excluirlos de la atención 
regulada en el marco del DL 1297. 
 
No obstante ello, durante la supervisión, se solicitó información sobre este punto a las UPE, tal 
como se puede advertir a continuación. 
 
3.4.1.1 Número de casos en los que las Unidades de Protección Especial declinaron 
competencia en la atención de adolescentes involucrados en infracciones a la ley penal 
 
Durante el 2021, ocho UPE (Lima Este, Ucayali, Ica, Junín, Cajamarca, Madre de Dios, Huánuco y 
Cusco) informaron haber declinado competencia a otras entidades por motivos relacionados a 
la atención de adolescentes involucradas/os en infracciones a la ley penal. Respecto al año 2022, 
cabe indicar que hasta la conclusión del periodo de la supervisión (31 de mayo de 2022), cuatro 
UPE (Ucayali, Ica, Huánuco y Cusco) informaron sobre dicha decisión.  
 
Entre las ocho unidades que declinaron competencia el 2021, éstas lo hicieron en 49 casos: 
Cusco (21), Ica (16), Cajamarca (5), Lima Este (2), Madre de Dios (2), Ucayali (1), Junín (1) y 
Huánuco (1). Entre las cuatro UPE que en 2022 han declinado competencia, lo hicieron en nueve 
casos: Cusco (5), Ucayali (2), Ica (1) y Huánuco (1). Como se puede advertir, Cusco es la unidad 
que más declinaciones ha realizado durante ambos años. 
 
 

Gráfico 23: Cantidad de casos de adolescentes infractores de la ley penal  
en las que UPE declinó competencia y cantidad de UPE que declinaron  

 
             Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo.  
 
3.4.1.2. Instituciones a las que se declinó competencia  
 
De acuerdo con la información proporcionada durante la supervisión, la principal entidad a la 
cual se declinó competencia fue al Poder Judicial, a través de los Juzgados de Familia (12), 
seguida del Ministerio Público (11), Defensa Pública (2) y PNP (1). 
 
 
 

49

89
4

N° Declinaciones N° de UPE que declinaron

2021 2022



44 
 

Gráfico 24: Instituciones a las que se declinó competencia en casos  
de adolescentes infractores 

 
                     Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
 
Además, se preguntó a las/os representantes de las UPE si como resultado de la declinación de 
su competencia en casos de adolescentes involucradas/os en una infracción a la ley penal, 
habrían tenido dificultades en la derivación a otras instituciones. En ese sentido, siete de ellas/os 
indicaron que sí habían presentado problemas, los mismos que se relacionaban a denuncia a los 
responsables de la gestión de la UPE y conflictos con las Fiscalías de Familia, mientras que las 
otras 18 señalaron que no.  
 
 

Gráfico 25: Dificultades en la derivación de casos 

 
                    Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
 
3.4.2 Atención de niñas, niños y adolescentes con discapacidad en desprotección familiar 
 
El Estado peruano, desde la suscripción de la Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad, ha asumido la obligación de promover, proteger y asegurar el goce pleno y en 
condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales por todas 
las personas con discapacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente; así como 
impedir todas las formas que discriminación, en particular por motivo de discapacidad.  
 
En la línea del referido instrumento internacional, la Ley N° 29973, Ley General de la Persona 
con Discapacidad, establece el marco legal para la promoción, protección y realización, en 
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condiciones de igualdad, de los derechos de la persona con discapacidad, promoviendo su 
desarrollo e inclusión plena y efectiva en la vida política, económica, social, cultural y 
tecnológica44. 
 
Por ello, la intervención de los servicios de atención de niñas, niños y adolescentes sin cuidados 
parentales o en riesgo de perderlos, debe considerar de forma especial la protección integral a 
las niñas, niños o adolescentes con discapacidad. Sobre el particular, el Decreto Legislativo 1297, 
señala que:  
 

Las niñas, niños o adolescentes con discapacidad, en situación de riesgo o desprotección 
familiar, acceden a la protección integral establecida en la presente norma, en igualdad 
de condiciones y con la finalidad de garantizar el pleno ejercicio de sus derechos; 
priorizando su derecho a vivir, crecer y desarrollarse en el seno de su familia. Así mismo, 
también prescribe que tratándose de niñas, niños y adolescentes con discapacidad, la 
determinación y la implementación de las medidas de protección consideran 
adicionalmente los principios de diseño universal y accesibilidad, así como las medidas 
de ajustes razonables y apoyo que el caso concreto requiera; que permitan contrarrestar 
o eliminar las barreras físicas y actitudinales que limiten su integración o reintegración 
familiar, su inclusión social, o su debida acogida familiar o residencial45.” 

 
En ese sentido, la supervisión realizada abordó los aspectos en relación con la atención de NNA 
con discapacidad en las UPE, la cantidad de casos atendidos y la reserva de ingresos en CAR. 
 
3.4.2.1 Número de casos atendidos por las Unidades de Protección Especial  
 
Otro aspecto que se supervisó es la atención de NNA con discapacidad en desprotección familiar, 
sobre la cual se encontró que, en el año 2021, se atendieron 357 casos, mientras que, de enero 
a mayo del año 2022, se han atendido 116 casos. 

 
Gráfico 26: Casos de NNA con discapacidad 

 
                      Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
 
3.4.2.2 Reserva de ingreso de NNA con discapacidad por parte de CAR   
 
Otro dato importante sobre la pregunta relacionada a casos en que las UPE indicó que los CAR 
se reservaron el derecho de ingreso de NNA con discapacidad, es que esa situación se dio en 18 

                                                             
44 Ley N° 29973, Artículo 1. 
45 Decreto Legislativo N° 1297, Artículos 8.1 y 8.2.  
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de las 25 UPE (72%), lo que evidencia un problema en el tratamiento de personas menores de 
edad con discapacidad que puede ser por falta de personal calificado para su atención o de 
establecimientos y condiciones adecuadas para ellas, entre otros. Por eso, es importante que se 
considere la urgente atención de casos NNA con discapacidad al tener condiciones adicionales 
a las que presentan y, por ende, requerir de servicios de rehabilitación, terapias u otros para su 
desarrollo físico y mental. 
 

Gráfico 27: Reserva de ingreso de NNA con discapacidad a CAR 

 
            Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
 
De otro lado, con relación a los CAR especializados de NNA con discapacidad, Inabif informó que 
actualmente cuenta con 3 CAR con esta especialidad a nivel nacional, 2 de ellos ubicados en 
Lima y 1 en Arequipa; asimismo informó que solo uno está acreditado, mientras que los otros 2 
aún no cuentan con acreditación46. Dicha situación resulta preocupante debido a que son 
centros que atienden a una población de NNA con mayor vulnerabilidad, pues a la situación de 
desprotección familiar se suma su condición de discapacidad; por lo que estos centros deben 
garantizar una atención integral de acuerdo con el estándar establecido en el DL 1297. 
 
Al respecto, es importante mencionar que podrían existir niñas, niños y adolescentes en 
situación de desprotección y con discapacidad psicosocial y que, por lo tanto requieren también 
de la atención de profesionales de la salud especializados. En ese sentido, se hace necesaria la 
intervención de los servicios de salud mental del Ministerio de Salud; para ello, es importante 
que se realicen las coordinaciones necesarias entre el MINSA y el MIMP a fin de que se brinde 
el soporte y la intervención efectiva que requieran. 
 
Sobre este particular, cabe indicar que, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos47, ha 
señalado que, no obstante la necesidad de establecer una serie de servicios de salud de tipo 
general, las instituciones que acojan a niños con una medida especial de protección que requiere 
de una atención especializada, como por ejemplo la asistencia y rehabilitación física y psico-
social de los niños que han sido víctimas de violencia, deben contar con el acceso a programas 
adecuados a los efectos de proporcionar este tipo de atención especializada requerida, dentro 
de la propia institución. 
 

                                                             
46 Esta información fue solicitada mediante Oficio N° 0025-2021-DP/ANA, remitido al Programa Integral 

Nacional para el Bienestar Familiar –INABIF, en fecha 07 de junio del presente año, habiendo sido 
atendido mediante Oficio N° 00391-2022-INABIF/DE, en fecha 24 de junio del presente año. 
47 CIDH y Unicef en el informe “Derecho del niño y la niña a vivir en familia. Cuidado alternativo. Poniendo 

fin a la institucionalización en las Américas”, 2013, párr. 601. 
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Además, la CIDH48 estableció que, respecto a los CAR, es fundamental fortalecer la calidad del 
programa institucional de atención especializada, que responda adecuadamente a las 
necesidades de protección que motivaron el ingreso del niño, niña o adolescente en dicha 
institución. Así también, la Comisión considera que la atención especializada, con actividades 
diagnósticas, terapéuticas e intervenciones específicas, es esencial para garantizan que la 
ejecución de la medida se encuentre orientada al restablecimiento de los derechos que la 
motivaron, asegurando la temporalidad de la misma y la reintegración de los niños, niñas y 
adolescentes a un medio familiar y comunitario en el periodo más breve posible. 
 
3.4.3 Atención de niñas, niños y adolescentes extranjeras/os en desprotección familiar 
De acuerdo con la Plataforma de Coordinación Interagencial para Refugiados y Migrantes de 
Venezuela, el Perú es el segundo país en Latinoamérica después de Colombia que alberga a 
población venezolana refugiada y migrante, con una cifra de 1 286 46449 de personas de 
nacionalidad venezolana entre adultos, niñas, niños y adolescentes. 
 
En algunos casos los/as adolescentes se desplazan de Venezuela a Perú no acompañados por 
adultos ni por un familiar a cargo de ellos/as, con la expectativa de conseguir mejores 
condiciones de vida y apoyar a sus familiares no migrantes50 o reunificarse con sus familiares 
que se encuentran en Perú.  Este desplazamiento ha sido corroborado en la investigación 
realizada por la Defensoría del Pueblo contenida en el informe “Protección de los derechos de 
niñas, niños y adolescentes migrantes de nacionalidad venezolana en el Perú”51 en la frontera 
norte de Perú donde ha podido identificar que: 
 

1. Niños, niñas o adolescentes solos, contaban con algún documento de identidad: Cédula de 
identidad o partida de nacimiento; y los que no contaban con ningún documento que los 
identifique. 

2. En algunos casos, señalaron que contaban con algún familiar que los esperaba en territorio 
peruano 

3. No pasaban control migratorio.  
4. El Juzgado Mixto de Zarumilla o la UPE Tumbes, disponía el inicio del procedimiento por 

desprotección familiar y la medida de protección de acogimiento residencial en el Centro 
de Acogida Residencial “Medalla Milagrosa”, Zarumilla.  

 
Debido a esta especial situación en la cual se encuentran los niños en el ejercicio de sus 
derechos, es que el derecho internacional de los derechos humanos ubica a los Estados en una 
posición de garante de carácter reforzado, lo cual implica la adopción de una serie de medidas 
de distinto tipo y contenido dirigidas a su protección. En este caso el Estado peruano es quien 
debe tomar medidas para garantizar los derechos de este grupo etario como se desarrolla a 
continuación. 
 
De acuerdo con la información proporcionada en las UPE, en el 2021 se atendieron, a nivel 
nacional, un total de 901 niñas, niños y adolescentes extranjeras/os, de los cuales 875 tenían la 
condición de migrantes y 26 la condición de refugiadas/os. En el caso de las/os migrantes, 423 

                                                             
48 Ídem, párr. 602. 
49 https://www.r4v.info/es/refugiadosymigrantes revisado 17 de junio del 2022 
50 Robin Cavagnoud y Alejandra Céspedes Ormachea, «Perú», en Voces y experiencias de la niñez y 

adolescencia venezolana migrante en Brasil, Colombia, Ecuador y Perú, 1era ed. (Ciudad Autonoma de 
Buenos Aires: CLACSO, 2020), 117-42. 
51 Disponible en: https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2022/05/Serie-Informes-de-

Adjunt%C3%ADa-n.%C2%B0-0001-2022-DP-ANA.pdf 

https://www.r4v.info/es/refugiadosymigrantes
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se encontraban en situación de desprotección y 452 en riesgo de desprotección familiar; en el 
caso de los refugiados, 25 estaban en situación de desprotección y una en situación de riesgo. 
 
Así también, a mayo de 2022, se atendió a 514 niñas, niños y adolescentes migrantes y un 
refugiado. En el caso de las/os migrantes, 312 estaban en situación de desprotección y 202 en 
riesgo de desprotección familiar; en el caso del refugiado estaba en situación de riesgo de 
desprotección. 
 

Gráfico 28: Número de NNA migrantes y refugiados  

 
                       Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo.  
 
3.4.3.1 Situación migratoria de niñas, niños y adolescentes por las Unidades de Protección 
Especial  
 
El artículo 226 del Reglamento del DL 1350, Decreto Legislativo de Migraciones, señala que son 
personas en situación de vulnerabilidad aquellas personas extranjeras que se encuentran en 
situación de desprotección o riesgo de no acceder al ejercicio pleno de sus derechos 
fundamentales en nuestro país; asimismo, el literal n) de su artículo 227 señala a las niñas, niños 
y adolescentes no acompañados entre los supuestos de situaciones de vulnerabilidad. 
 
Sobre el particular, la referida norma, también establece medidas migratorias de protección, 
que comprenden la expedición de documentos y/o permiso temporal de permanencia para 
personas menores de edad extranjeras en situación de vulnerabilidad; asimismo, la 
Superintendencia Nacional de Migraciones, en dichas situaciones de vulnerabilidad, puede 
exonerar de la presentación de requisitos establecidos para los procedimientos estipulados en 
la normatividad migratoria con la finalidad de otorgar la Calidad Migratoria Especial,52 de 

                                                             
52 De acuerdo con el artículo 29 del D.L 1350, la calidad migratoria especial permite al extranjero el ingreso y 

permanencia en situaciones no contempladas en las demás Calidades Migratorias del presente Decreto Legislativo; 
es excepcional, subsidiaria y residual. El Ministerio de Relaciones Exteriores otorga esta calidad en el caso de los 
conferencistas internacionales en eventos oficiales; delegados oficiales en competencias deportivas sin fines de lucro; 
artistas, deportistas y personalidades sin fines de lucro o con afán filantrópico; y para aquellos extranjeros cuya 
permanencia en el territorio nacional sea de interés para el Estado peruano. Los demás casos son otorgados por 
MIGRACIONES en los puestos de control migratorio y/o fronterizo o en sus oficinas a nivel nacional. Permite única 
entrada. El plazo de permanencia es de hasta ciento ochenta y tres (183) días, prorrogable por única vez por el mismo 
período. 
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manera excepcional, permitiendo la permanencia en situaciones no contempladas en las demás 
calidades migratorias. 
 
Cabe tener en cuenta que el artículo 146 del DL 1350 prescribe que la Superintendencia Nacional 
de Migraciones evalúa y dispone otorgar la calidad migratoria especial para permitir el ingreso 
de la niña, niño o adolescente no acompañado a territorio peruano, poniéndola/o a disposición 
del MIMP hasta que concluyan las gestiones que determinen la permanencia o salida del 
territorio peruano. Por su parte, el MIMP puede solicitar el cambio de calidad migratoria y 
realizar las gestiones que permitan mantener la regularidad migratoria de la niña, niño o 
adolescente. 
 
En ese sentido, en la supervisión se obtuvo información de la situación migratoria de niñas, niños 
y adolescentes extranjeras/os. Así, al año 2021, se advirtió que las UPE atendieron a 50653 
personas menores de edad en situación migratoria irregular y solo 63 en situación migratoria 
regular. Asimismo, a mayo de 2022, se atendió a 367 niñas, niños y adolescentes en situación 
migratoria irregular y 54 en situación migratoria regular. 
 

Gráfico 29: NNA extranjeras/os según situación migratoria 

 
                     Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
 
En los resultados de la supervisión se advierte también que, en el año 2021, de 506 niñas, niños 
y adolescentes en situación migratoria irregular se logró regularizar solo la situación migratoria 
de 104, siendo 63 con Carné de Extranjería por calidad migratoria especial residente por 
vulnerabilidad, 39 con Carné de Permiso Temporal de Permanencia (CPP), uno con calidad 
migratoria humanitaria y uno por otra calidad migratoria. 
 
Del mismo modo, en el trascurso del 2022, de 367 niñas, niños y adolescentes que se 
encontraban en situación migratoria irregular, se regularizó a 59 de ellas y ellos, 17 con Carné 
de Permiso Temporal de Permanencia (CPP) y 42 con Carné de Extranjería ante el supuesto de 
calidad migratoria especial residente por vulnerabilidad. 
 

                                                             
53 En la supervisión se advirtió que no todas las UPE contaban con la información sobre la situación migratoria de 

NNA extranjeros (Lima Sur, OD Amazonas, Puno, Ica, Junín, Loreto, Cajamarca, Huancavelica, Huánuco, Lambayeque, 
OD La Libertad, Moquegua. Ayacucho, Apurímac y Lima). 
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En ese sentido, del gráfico que sigue se desprende que, entre enero de 2021 y mayo de 2022, 
solo se ha regularizado la calidad migratoria de 163 niñas, niños y adolescentes extranjeras/os.  
 

Gráfico 30: NNA extranjeras/os con situación migratoria regularizada 

 
                   Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
 
No obstante, aún preocupa a la Defensoría del Pueblo que, a la fecha, existan 706 niñas, niños y 
adolescentes con procedimiento administrativo por desprotección familiar en situación 
migratoria irregular, lo que podría ser limitativa en el ejercicio de sus derechos.  
 
3.4.3.2 Número de niñas, niños y adolescentes solicitantes de refugio  
 
En el 2021, las UPE tuvieron 31 niñas, niños y adolescentes solicitantes de refugio; sin embargo, 
ninguna/o, a la fecha de la supervisión fue reconocida/o como refugiado. En esa misma línea, el 
2022 se registró a 14 niñas, niños y adolescentes solicitantes de refugio y, del mismo modo, 
ninguna/o de ellas/os fue reconocida/o como tal. 
 

Gráfico 31: Número de NNA solicitantes de refugio y reconocidos como refugiados 

 
             Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
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3.4.3.3 Medidas de protección dictadas a niñas, niños y adolescentes extranjeras/os 
En el 2021, se tuvo a 21 NNA con acogimiento con terceros, 74 con acogimiento con familia 
extensa, seis con acogimiento en CAR especializado y 91 en CAR básico. Asimismo, durante el 
2022, se dispuso tres acogimientos con terceros, 49 acogimientos con familia extensa, dos en 
CAR especializado y 79 en CAR básico. 
 

Gráfico 32: Tipos de medidas de protección a NNA extranjeras/os 

 
             Elaboración y fuente: Defensoría del Pueblo. 
 
Al respecto, el gráfico anterior evidencia que el mayor número de casos de NNA extranjeros 
atendidos en las UPE en los años 2021 y hasta mayo del 2022, recibieron como medida de 
protección en su mayoría el acogimiento residencial en CAR básicos, seguido de la medida de 
protección de acogimiento con familia extensa.  
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CAPÍTULO IV: CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES  
 
4.1. Conclusiones 
 
Sobre la infraestructura de las UPE 
 
- En seis de las 25 Unidades de Protección Especial (Tumbes, Junín, Madre de Dios, 

Lambayeque, Tacna y Moquegua) no se contaba con servicios higiénicos diferenciados para 
niñas, niños y adolescentes. 

 
- Las UPE de Ucayali y Junín no contaban con sala de entrevistas para las/os niñas, niños y 

adolescentes. Asimismo, la UPE Loreto no tenía una sala para niñas, niños y adolescentes. 
 
- 15 de las 25 UPE tenían ambientes para que las/os niñas, niños y adolescentes atendidas/os 

puedan pernoctar. A pesar de que corresponde a los CAR de urgencia habilitar espacios para 
pernoctar, su número insuficiente ha ocasionado que las UPE asuman dicha responsabilidad. 
 

- Se ha tomado en cuenta dicho dato, considerando especialmente la inexistencia de CAR de 
urgencia en la mayoría de regiones.   Por ello, conviene señalar que la existencia de estos 
espacios al interior de las UPE no es parte de su responsabilidad; por el contrario, la 
habilitación de dichos espacios ha surgido como una respuesta ante el escaso número de CAR 
de urgencia. 

 
- Solo 13 unidades tenían vehículo propio y 14 personal específico (conductor) para realizar el 

desplazamiento. Además, se advirtió que una de las UPE (Huánuco) contaba con dicho 
personal, pero no con vehículo propio. 

 
- Sobre los horarios y canales de atención, solo 13 UPE brindaban atención telefónica todos 

los días, solo una atención por escrito durante toda la semana y solo 11 ofrecían atención 
virtual a diario. Asimismo, solo cuatro UPE brindaban atención presencial durante toda la 
semana; en las demás, todos los canales atendieron de lunes a viernes. 

 
- Con relación al servicio de atención urgente, cuatro UPE (Loreto, Cajamarca, Ayacucho y 

Apurímac) no contaba con dicho servicio. De las otras 21 Unidades que lo brindaban, solo 17 
tenían personal de psicología, 15 tenían trabajadores/as sociales, 12 contaban abogados/as 
y seis con otros profesionales. 

 
Sobre el personal de las UPE 

 
- 21 de las 25 UPE consideraban que carecen de personal para realizar una mejor labor en la 

UPE. Además, en 20 UPE indicaron que tuvieron problemas en la continuidad de su personal. 
 

- En 15 de las 20 unidades que señalaron la existencia de problemas en la continuidad de su 
personal, la renuncia fue el principal motivo. 

 
- Solo cuatro UPE (Arequipa, Lima Este, Lima Sur y Amazonas) tenían tres a más profesionales 

a cargo del cuidado de NNA; en las otras 21 unidades, solo dos a menos número de 
profesionales destinados a dicho fin. 
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Sobre la atención de NNA en situación de riesgo y desprotección familiar 
 
- La mayor cantidad de casos atendidos en las UPE corresponden a procedimientos por riesgo 

de desprotección familiar. Así, durante el 2021, las UPE atendieron a 21 602 NNA, de los 
cuales 13 786 se encontraban en situación de riesgo de desprotección familiar y 7 816 en 
situación de desprotección familiar. A mayo de 2022, se ha atendido 7 512 NNA, de los cuales 
4 190 se encontraban en situación de riesgo de desprotección familiar y 3 322 en 
desprotección familiar. 
 

- El principal motivo de que las UPE (19) estuvieran atendiendo casos de riesgo de 
desprotección familiar, fue que las Demuna, en el ámbito de su competencia territorial, no 
estaban acreditadas. 

 
- La principal forma de ingreso de los casos a las UPE, durante el 2021, fue virtual con 10 790 

casos, de los cuales 7 416 fueron por riesgo y 3 374 por desprotección familiar; seguida de 
oficios (7 180) y presencial (3 270), entre otros. Y la forma más destacada, en 2022, ha sido, 
también, la virtual con 2 997 casos, de los cuales 1 905 fueron por riesgo y 1 092 por 
desprotección familiar; seguida de oficios (2 614) y presencial (1 537), entre otros. 

 
- Entre las principales causas que generaron una situación de desprotección familiar, durante 

el 2021, destacan las siguientes: violencia psicológica (4 280), violencia física (3 282), 
violencia física y psicológica (2 970) y abandono (2 165), entre otros. Y, durante el 2022, las 
siguientes: violencia psicológica (1 237), abandono (1 059), violencia física (998), violencia 
física y psicológica (907) y violencia sexual (425), entre otros. 

 
- En el 2021, las condiciones de vulnerabilidad de NNA que más se identificaron fueron las 

siguientes: situación de calle (858), migrantes (659), trabajo infantil (465) y discapacidad 
(188), entre otros. Mientras que, en el 2022, las siguientes: migrantes (593), situación de calle 
(319), trabajo infantil (232) y refugiadas/os (76), entre otros. 

 
- En 12 UPE (Tumbes, Lima Este, Amazonas, Puno, Junín, Loreto, Madre de Dios, Callao, 

Lambayeque, Tacna, Moquegua y Lima Centro) se dictaron medidas de acogimiento 
residencial en CAR Especializado; sin embargo, de dicha cantidad, nueve UPE (Tumbes, 
Amazonas, Puno, Junín, Loreto, Madre de Dios, Lambayeque, Tacna y Moquegua) no cuentan 
con ningún CAR especializado en su región. Esta situación origina el desarraigo de NNA en 
desprotección, como consecuencia de su acogimiento en CAR ubicados fuera del lugar de su 
residencia, hecho que genera su mayor vulnerabilidad y puede ser discriminatorio. 

 
- De las 25 UPE supervisadas, solo 14 contaban con disponibilidad de familias del Banco de 

Familias Acogedoras. 
 

- Las Unidades de Protección Especial de Callao y Huánuco indicaron que las/os niñas, niños y 
adolescentes en situación de desprotección familiar no tuvieron asistencia legal de parte de 
la Defensa Pública. 

 
Sobre la atención de NNA infractores en desprotección familiar 

 
- Durante el 2021, ocho UPE declinaron competencia a otras entidades por motivos 

relacionados con la atención de adolescentes involucradas/os en infracciones a la ley penal. 
Hasta mayo de 2022, cuatro unidades han informado sobre dicha decisión, entre ellas, 
destaca Cusco con 21 casos; además, siete UPE tuvieron dificultades en la derivación de 
dichos casos. 
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Sobre la atención de NNA con discapacidad 
 
- El 2021 se atendieron 357 casos, mientras que, a mayo de 2022, 116 casos. 

 
- En 18 de las 25 UPE (72%), los CAR se reservaron el derecho de ingreso de NNA con 

discapacidad. 
 
Sobre la atención de NNA extranjeras/os 
 
- En el 2021, las 25 UPE atendieron un total de 901 niñas, niños y adolescentes extranjeras/os, 

de los cuales, 875 son migrantes y 26 refugiadas/os. Así también, a mayo de 2022, se atendió 
a 514 NNA migrantes y un refugiado.  
 

- En el 2021, se atendió a 506 niñas, niños y adolescentes en situación migratoria irregular y 
solo 63 en situación migratoria regular. Asimismo, a mayo de 2022, se atendió a 367 niñas, 
niños y adolescentes en situación migratoria irregular y 54 en situación migratoria regular. 
 

- En el año 2021, de 506 NNA en situación migratoria irregular se regularizó solo a 104 de 
ellas/os, de los cuales, 63 NNA regularizaron su situación migratoria con Carné de Extranjería 
por calidad migratoria especial residente por vulnerabilidad y 39 NNA con Carné de Permiso 
Temporal de Permanencia (CPP), uno con calidad migratoria humanitaria y uno por otra 
calidad migratoria. En 2022, de 367 NNA en situación irregular, se regularizó a 59 de ellas y 
ellos, 17 con Carné de Permiso Temporal de Permanencia (CPP) y 42 con Carné de Extranjería 
por calidad migratoria especial residente por vulnerabilidad. 
 

- En el 2021, se dispuso medidas de acogimiento familiar con tercero a 21 NNA, con 
acogimiento con familia extensa a 74 NNA; 6 NNA con acogimiento en CAR especializado y 
91 en CAR básico. Por su parte, durante el 2022, se dispuso tres acogimientos con tercero, 
49 acogimiento con familia extensa, dos en CAR especializado y 79 en CAR básico. 

 
Sobre las fortalezas y debilidades en las UPE 

 
- En relación con las fortalezas percibidas por el personal supervisado se evidencian aspectos 

como la calidad profesional de los servidores en las UPE y la buena coordinación con las 
autoridades vinculadas al sistema de protección de NNA, hecho que facilita un trabajo 
articulado para la atención de NNA. 

 
- En relación con las debilidades percibidas por el personal supervisado, se aprecian distintos 

factores, entre los que destacan falta de personal (este aspecto se aprecia en casi todas las 
UPE); falta de CAR especializado; falta de vacantes en los CAR básicos y falta de recursos 
logísticos para un mejor desarrollo de las actividades en las UPE. 

 
4.2. Recomendaciones 
 
Al Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables 
 

1. ASIGNAR presupuesto necesario para la implementación de servicios higiénicos 
diferenciados para niñas, niños y adolescentes en las UPE, así como salas adecuadas 
destinadas para la realización de entrevistas, especialmente en las UPE donde dichos 
ambientes no existen.  
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2. ASIGNAR presupuesto necesario para la implementación de ambientes adecuados en 
las UPE para permitir que niñas, niños y adolescentes pernocten durante el periodo de 
tiempo que los profesionales les brinden atención, especialmente, en las 15 UPE que 
señalaron no contar con tales ambientes. 
 

3. ASIGNAR presupuesto necesario para dotar de vehículos propios a las UPE, con énfasis, 
en aquellas que, en la actualidad, no tienen movilidad propia. De igual forma, asignar 
presupuesto para garantizar la contratación de conductores a cargo de la prestación del 
servicio de transporte. 
 

4. GARANTIZAR que todas las UPE brinden servicios a través de los diferentes canales de 
atención, priorizando la presencialidad de forma progresiva y con las medidas de 
bioseguridad correspondientes, sobre todo en aquellas unidades que reciben un mayor 
número de casos mensualmente. 

 
5. IMPLEMENTAR el equipo de atención urgente en las UPE de Loreto, Cajamarca, 

Ayacucho y Apurímac, así como aumentar el número de profesionales para el correcto 
funcionamiento de dicho servicio. 

 
6. ADOPTAR acciones para el incremento presupuestal que permita la contratación de 

personal –según especialidad–, en cada UPE, conforme al Programa Presupuestal 117, 
especialmente, en unidades donde existe mayor número de casos de niñas, niños y 
adolescentes. 
 

7. ADOPTAR acciones para asegurar la continuidad del personal de las UPE a nivel nacional, 
considerando los problemas relacionados a la cantidad de renuncias del personal de las 
UPE a fin de evitar la afectación de la calidad y la disponibilidad de los servicios. 
 

8. ADOPTAR acciones para expandir los servicios de las UPE a las demás provincias de cada 
región, a través de diferentes modalidades, considerando sus necesidades bajo un 
enfoque de territorialidad y garantizando el acceso de la población a dichos servicios. 
 

9. ADOPTAR acciones para incrementar la acreditación de las DEMUNA a nivel nacional en 
coordinación con los gobiernos locales, con la finalidad de que puedan prevenir y 
atender situaciones de riesgo y desprotección familiar, en el marco de lo establecido en 
el Decreto Legislativo 1297 y de la Política Nacional Multisectorial para las Niñas, Niños 
y Adolescentes al 2030. 

 
10. IMPULSAR la evaluación de potenciales familias acogedoras con la finalidad de 

fortalecer el banco de familias acogedoras en cada región, particularmente, en aquellas 
donde no se cuenta con estas familias. 
 

11. PROMOVER la difusión del acogimiento familiar como medida que otorga asignaciones 
económicas para el cuidado integral de NNA en situación de desprotección. 

 
12. IMPULSAR la creación de un grupo técnico de trabajo integrado por los sectores 

pertinentes e instituciones competentes, en la atención de las/los adolescentes en 
situación de desprotección y, a la vez, consideradas/os como infractores de la ley penal, 
con la finalidad de evaluar lo dispuesto en el Decreto de Urgencia N° 001-2020 respecto 
a la situación de adolescentes con ambas condiciones. 
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13. IMPULSAR la creación de un grupo técnico de trabajo con el Ministerio de Salud, con la 
finalidad de que, mediante sus servicios de salud mental, se garantice el soporte a los 
servicios de atención de niñas, niños y adolescentes que presentan discapacidad 
psicosocial y están en situación de desprotección familiar. 
 

14. REALIZAR las coordinaciones necesarias con la Superintendencia Nacional de 
Migraciones a fin de garantizar la regularización de la situación migratoria de las/os 
niños, niñas y adolescentes extranjeras/os con procedimiento administrativo por riesgo 
o desprotección familiar, de acuerdo con lo dispuesto en el D.L. N° 1350, Ley de 
Migraciones. 

 
Al Programa Integral Nacional para el Bienestar Familiar – Inabif 
 

1. IMPLEMENTAR centros de acogida residencial de urgencia y/o básicos en todas las 
regiones, con la finalidad de evitar que NNA permanezcan periodos prolongados en las 
UPE. 
 

Al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 
 

1. GARANTIZAR la asistencia legal especializada en materia de riesgo y desprotección 
familiar que se brinda a niñas, niños y adolescentes, así como a sus familiares, por parte 
de los servicios de defensa pública a nivel nacional, en el marco de lo establecido en el 
Decreto Legislativo 1297. 
 

2. IMPULSAR en coordinación con el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, la 
creación de un grupo técnico de trabajo con la finalidad de evaluar lo dispuesto en el 
Decreto de Urgencia N° 001-2020 sobre la situación de adolescentes infractores de la 
ley penal que, a la vez, están en desprotección familiar. 

 
Al Ministerio de Salud  
 

1. IMPULSAR en coordinación con el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, la 
creación de un grupo técnico de trabajo, con la finalidad de que, mediante sus servicios 
de salud mental, se garantice el soporte a los servicios de atención de niñas, niños y 
adolescentes que presentan discapacidad psicosocial y están en situación de 
desprotección familiar. 

 
A la Superintendencia Nacional de Migraciones 
 

1. REALIZAR las acciones necesarias, para la regularización de la situación migratoria de 
niñas, niños y adolescentes extranjeras/os con procedimiento administrativo por riesgo 
o desprotección familiar, de acuerdo con lo dispuesto en el Decreto Legislativo 1350, 
Ley de Migraciones, su reglamento y el Protocolo de Atención y Derivación de Personas 
Migrantes en Situación de Vulnerabilidad.  
 

2. CAPACITAR a personal de la UPE sobre la ruta de atención del Protocolo de Atención y 
Derivación de Personas Migrantes en Situación de Vulnerabilidad, con la finalidad de 
fortalecer la regularización de la situación migratoria de NNA refugiados y migrantes. 
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Al Ministerio de Economía y Finanzas  
 

1. ASIGNAR el presupuesto necesario al Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, 
con la finalidad de fortalecer la calidad del servicio que prestan las UPE para garantizar 
los derechos de la niñez y adolescencia sin cuidados parentales o en riesgo de perderlos, 
especialmente, sus derechos a la protección especial y a vivir en familia. 
  

2. PROMOVER incentivos presupuestarios para la implementación y acreditación de las 
DEMUNA a nivel nacional.  

 
A la Presidencia del Consejo de Ministros  
 

1. PROMOVER, mediante normas específicas, la contratación de personal con la finalidad 
de atender a la población de NNA sin cuidados parentales o en riesgo de perderlos, como 
parte del fortalecimiento del sistema integral de protección a la niñez y adolescencia. 
 

2. PROMOVER la implementación de un sistema de incentivos económicos para los 
profesionales del sistema de protección de NNA que realizan labores en zonas de difícil 
acceso a nivel nacional. 
 

A los Gobiernos Locales 
 

1. REALIZAR las coordinaciones necesarias con la Dirección de Sistemas Locales y 
Defensorías del MIMP, con la finalidad de lograr la acreditación de las Demuna para la 
atención de procedimientos de riesgo de desprotección familiar, en el marco de lo 
dispuesto en el Decreto Legislativo 1297. 
 

2. ASIGNAR el presupuesto necesario para la implementación de ambientes adecuados 
para el funcionamiento de las Demuna, así como para la dotación del personal suficiente 
para brindar una atención de adecuada y de calidad en los procedimientos por riesgo de 
desprotección familiar. 

 
A la Asociación de Municipalidades del Perú 
 

1. PROMOVER la creación de las DEMUNA en cada gobierno local, así como también la 
acreditación de las mismas para la atención de procedimientos de riesgo de 
desprotección familiar, en el marco de lo dispuesto en el Decreto Legislativo 1297. 
 

A las universidades públicas y  privadas  
 

1. ADOPTAR acciones para que en sus diferentes carreras de formación (derecho, 
psicología, trabajo social, educación, sociología y afines), incluyan temas relacionados a 
la atención especializada y diferenciada de niñas, niños y adolescentes en los contenidos 
de su currícula académica, con la finalidad de que exista una mayor oferta de 
profesionales en esta materia. 


